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l «Àese�te aÀt�cÕlo tie�e «oÀ oL�eto «Ào«o�eÀ �o-
`elos µÕe «eÀ�ita� Àeco�stÀÕiÀ la «À?ctica `e co�-
trol de actos de imposición de sanciones disciplina-
Àias e� la a`�i�istÀaci�� «ÖLlica° �a i`e�tificaci�� 
de estos modelos es útil para alcanzar dos resulta-
`os° 
� «Ài�eÀ lÕ}aÀ] «eÀ�ite µÕe los vÕ�cio�aÀios 
co�«Àe�`a� c��o actÖa� o «Õe`e� actÕaÀ µÕie�es 
controlan a la Administración y, de esa forma, pre-
ver, con mayor grado de probabilidad de éxito, de 
µÕj �a�eÀa est? aÕtoÀiâa`a la A`�i�istÀaci�� «aÀa 
ejercer su potestad disciplinaria. En segundo lugar, 
le ovÀece a µÕie�es co�tÀola� a la A`�i�istÀaci�� Õ� 
conjunto de herramientas para, o bien reconstruir 
`e �e�oÀ �a�eÀa µÕj ti«o `e «À?cticas Àealiâa�] o 
Lie� «aÀa voÀ�ÕlaÀ µÕj ti«o `e «À?cticas co�si`eÀa� 
µÕe `eLeÀ�a� ÀealiâaÀ°

Palabras clave: potestad disciplinaria, conceptos 
valorativos, calculabilidad, dignidad del cargo, 
prestigio institucional.

This article aims to propose models that allow 
for a reconstruction of the practice of controlling 
the imposition of disciplinary measures within 
public administration. Identifying these models 
serves two main purposes. First, it enables public 
ovficials to Àeco�stÀÕct �oÜ t�e oÛeÀsi}�t Lo`ies 
act or may act, thereby improving their ability to 
anticipate, with a higher probability of success, how 
the administration is authorized to exercise such 
power. Second, it provides those who oversee the 
administration with a set of tools either to better 
reconstruct the nature of their current practices 
or to articulate the kinds of practices they believe 
ought to be carried out.

Keywords: disciplinary power, evaluative concepts, 
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Ejercicio de la potestad disciplinaria al interior 
de la Administración pública:  

Modelos de control
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Control
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Introducción

¿La venta de contenido erótico en plataformas 
digitales, por parte de gendarmes, vulnera el 
deber de observar una vida social acorde con 
la dignidad del cargo?1 Este tipo de pregun-
tas, referidas a si un comportamiento funcio-
nario infringe o no una regla de conducta, es 
recurrente en el ejercicio de la potestad disci-
plinaria de la Administración.
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Recibido £ÓÉä�ÉÓäÓx � Ace«ta`o ÓÎÉ£ÓÉÓäÓx°

Uno de los principales problemas prácti-
cos a los µÕe `eLe� e�vÀe�taÀse µÕie�es e�eÀ-
cen el derecho disciplinario es la indetermina-
ci�� �oÀ�atiÛa° 
sto es] la }Àa� `ificÕlta` «aÀa 
determinar el contenido de las normas apli-
cables a sus acciones pasadas (o futuras)2 µÕe 
genera, entre otros efectos, la incertidumbre 
Àes«ecto a cÕ?les so� los l��ites `e las «osiLles 
reacciones de la Administración en materia dis-
ciplinaria. Ello es particularmente relevante en 
aµÕellos sÕ«Õestos e� los µÕe «aÀa `eli�itaÀ 
el alcance de un deber se emplean términos 
y conceptos valorativos como, por ejemplo, la 
afectación del “prestigio institucional”. El em-
pleo de conceptos valorativos es susceptible 
de generar (o aumentar) el riesgo de operar en 
Õ� co�teÝto `e i�se}ÕÀi`a` �ÕÀ�`ica al «Ào«iciaÀ 

2 Supone problemas de indeterminación respecto a si un 
caso i�`iÛi`Õal es o �o Õ�a e�e�«lificaci�� `e Õ� caso 
genérico o podemos tener problemas de indeterminación 
respecto a si el aplicador del derecho está sujeto o no al 
deber de aplicar de una determinada norma.

mailto:garciayzaguirre%40gmail.com?subject=
https://orcid.org/0000-0002-4662-2919
mailto:daniel.silva01%40uach.cl?subject=


ReDAd Revista de Derecho Administrativo, Nº 42 [ julio-diciembre 2025 ] pp. 65-84

66 víctor garcía-yzaguirre y danieL siLva hort É 
�eÀcicio `e la «otesta` `isci«li�aÀia al i�teÀioÀ `e la A`�i�istÀaci�� «ÖLlica\o

sitÕacio�es `e i�calcÕlaLili`a`° 
sta es Õ�a `ifi-
cultad práctica de gran importancia. 

�iÛeÀsas Àaâo�es �Õstifica� la ÀeleÛa�cia 
de abordar este problema. Entre ellas, y con el 
propósito de delimitar el análisis, nos centrare-
mos en una de las más relevantes: la calculabili-
dad del derecho disciplinario, esto es, el grado 
e� el µÕe los `esti�ataÀios `el `eÀec�o «Õe`e� 
co�oceÀ Þ «ÀeÛeÀ las �oÀ�as µÕe calificaÀ?� �ÕÀ�-
dicamente sus actos. En otros términos, el gra-
`o co� µÕe los vÕ�cio�aÀios «Õe`e� «ÀeÛeÀ si la 
realización de determinadas conductas es sus-
ceptible de ser castigada por la Administración.

La calculabilidad supone la capacidad de 
anticipar con efectividad, precisión y duración 
las consecuencias normativas de una acción. 
De esta forma, el máximo grado de calcu-
labilidad se produce si un individuo puede 
predecir, con un alto grado de probabilidad 
de éxito, un conjunto limitado y comprensible 
`e ÀesÕlta`os �ÕÀ�`icos ­e� el tie�«o sÕficie�te 
«aÀa to�aÀ `ecisio�es Lasa`as e� Õ�a «la�ifi-
cación estratégica)Î.

En este sentido, la indeterminación pue-
de producir una incalculabilidad de las me-
`i`as `isci«li�aÀias µÕe sÕele seÀ asocia`a al 
uso de juicios personales de los aplicadores 
`el `eÀec�o e� sÕ fi�aci��° 
o�o Lie� �a se-
ñalado Ferrajoli: «al referirse a una actitud de 
`esa«ÀoLaci�� `el sÕ�eto µÕe lo «Ào�Õ�cia] 
es aLsolÕta�e�te i�ÛeÀificaLle e iÀÀevÕtaLle Þ 
es más bien un acto de valoración basado en 
una opción subjetiva y meramente potestati-
va»4° �ic�o `e otÀo �o`o] el Àies}o es µÕe los 
aplicadores del derecho operen una discrecio-
nalidad en sentido fuerte5. Al respecto, cabe 
«Àe}Õ�taÀse] ·esto es �ecesaÀia�e�te as�¶


l «Àese�te aÀt�cÕlo tie�e «oÀ oL�eto «Ào-
poner modelos reconstructivos de la práctica 
`e co�tÀol µÕe «Õe`e lleÛaÀ a caLo la 
o�-
tÀaloÀ�a o el *o`eÀ �Õ`icial `e los actos `e 
imposición de sanciones disciplinarias en la 
A`�i�istÀaci�� «ÖLlica° �a i`e�tificaci�� `e 
estos modelos es útil para alcanzar dos resul-
ta`os° 
� «Ài�eÀ lÕ}aÀ] «eÀ�ite µÕe los vÕ�-
cionarios reconstruyan cómo actúan o pueden 
actÕaÀ µÕie�es co�tÀola� a la A`�i�istÀaci�� 
y, de esa forma, prever, con mayor grado de 
«ÀoLaLili`a` `e jÝito] `e µÕj �a�eÀa est? 
autorizada la Administración para ejercer dicha 
competencia disciplinaria. En segundo lugar, 
le ovÀece a µÕie�es co�tÀola� a la A`�i�istÀa-

Î Ávila 2016, 105 y ss. 
4 �eÀÀa�oli £��x] £ÓÎ° 
5 Lifante 2002, 417-19.

ción un conjunto de herramientas para, o bien 
Àeco�stÀÕiÀ `e �e�oÀ �a�eÀa µÕj ti«o `e «À?c-
ticas Àealiâa�] o Lie� «aÀa voÀ�ÕlaÀ µÕj ti«o 
`e «À?cticas co�si`eÀa� µÕe `eLeÀ�a� ÀealiâaÀ° 
En ambos casos, los modelos ofrecen la posi-
bilidad de reconocer los posibles riesgos de 
adoptar cada uno de ellos junto con los posi-
bles controles de racionalidad de los actos de 
calificaci�� `e co�`Õctas°

Para alcanzar este objetivo tomare-
mos los siguientes pasos. En el apartado 1 
formularemos una breve reconstrucción de 
cómo suele operar la práctica de aplicación 
de sanciones disciplinarias y sus mecanismos 
de control. En el apartado 2 presentaremos 
µÕj ele�e�tos «Õe`e� seÀ eÛalÕa`os e� Õ�a 
instancia de control de la imposición de una 
sa�ci�� `isci«li�aÀia° 
� el a«aÀta`o Î] «Àese�-
taremos la propuesta de modelos útiles para 
hacer discursos descriptivos y prescriptivos 
de la práctica. Finalmente, en el apartado 4, 
mostraremos posibles usos de los modelos. 
Para hacer más comprensible nuestro análisis, 
durante todos estos pasos utilizaremos como 
referencia el deber de los funcionarios públi-
cos de observar una vida social acorde con la 
dignidad del cargo6.


aLe «ÀecisaÀ] «oÀ claÀi`a`] µÕe asÕ�i-
mos los siguientes presupuestos. En primer 
lÕ}aÀ] µÕe el `eÀec�o a`�i�istÀatiÛo `isci«li-
�aÀio tie�e aÕto�o��a Àes«ecto `el `eÀec�o 
penal. En este sentido, seguiremos a Castillo 
e �l`evo�so] µÕie�es «la�tea� la �ecesi`a` `e 
superar la tesis de las sanciones disciplinarias 
como manifestación del ius puniendi estatal 
para avanzar hacia un entendimiento de es-
tas sanciones como una manifestación de la 
potestad organizativa de la Administración 
*ÖLlica Þ `e los «Ài�ci«ios `e eficie�cia Þ efi-
cacia7° 
� se}Õ�`o lÕ}aÀ] asÕ�i�os µÕe] «aÀa 
sÕ LÕe� vÕ�cio�a�ie�to] es �ecesaÀio µÕe 
la Administración cuente con competencia y 
un margen de discrecionalidad para castigar 
a los vÕ�cio�aÀios µÕe i�vÀi��a� sÕs `eLeÀes8. 

llo] �Õ�to co� a`�itiÀ µÕe] «oÀ otÀo la`o] es 
�ecesaÀio µÕe los vÕ�cio�aÀios «Õe`a� «ÀeÛeÀ 
si la realización de una determinada conducta 
puede ser castigada. Finalmente, cabe preci-

6 �ecÀeto co� �ÕeÀâa `e �eÞ  ¨ Ó�] `e Óääx° AÀt�cÕlo È£] 
literal i). 
7 
astillo e �l`evo�so ÓääÓ] £Î Þ £{° -oLÀe la tesis µÕe 
sostie�e µÕe la «otesta` `isci«li�aÀia s� voÀ�a «aÀte `el 
ius puniendi estatal véase Montero 2015, 118 y Alcaraz 
ÓäÓÎ] £�°
8 
� cÕa�to a la `iscÀecio�ali`a` Þ sÕs l��ites e� el e�eÀ-
cicio de la potestad disciplinaria véase Gómez 2019, 176 
a 186.
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saÀ µÕe �ÕestÀo tÀaLa�o �o «Àete�`e aLoÀ`aÀ 
un mecanismo de reclamación administrativo 
o �Õ`icial e� co�cÀeto] si�o µÕe voÀ�ÕlaÀ �e-
ÀÀa�ie�tas a�al�ticas }e�eÀales Þ a«licaLles a 
cÕalµÕieÀ voÀ�a �ÕÀ�`ica `e co�tÀol `el «o`eÀ 
disciplinario de la Administración. 

I. Rasgos de la práctica

1. La indeterminación de los deberes 
funcionarios


Ýiste� `iÛeÀsos co�teÝtos �oÀ�atiÛos e� µÕe 
la Administración cuenta con potestad dis-
ciplinaria. Cada uno de estos ámbitos tiene 
particularidades en su regulación (reglas de 
co�`Õcta Þ Àe}las `e sa�ci��®° As�] «oÀ e�e�-
plo, la Administración cuenta con un poder 
para aplicar castigos disciplinarios a las perso-
�as µÕe se e�cÕe�tÀa� «ÀiÛa`as `e liLeÀta`] a 
las «eÀso�as µÕe se atie�`e� e� seÀÛicios `e 
salud, etc9° *oÀ ello] la `octÀi�a se�ala µÕe el 
derecho disciplinario se encuentra «constitui-
do por un número muy vasto de regulaciones 
`e `iÛeÀsa vÕe�te Þ �atÕÀaleâa µÕe] «oÀ sÕs 
`iveÀe�cias `e estÀÕctÕÀas] �e`ios Þ fi�es] le 
co�fieÀe� «aÀticÕlaÀ co�«le�i`a` Þ toÀ�a� `iv�-
cil una caracterización general homogénea»10. 
Sin embargo, en este trabajo centraremos 
nuestro estudio en el derecho administrativo 
disciplinario de la función pública, es decir, en 
el ?�Lito `e la Àelaci�� �ÕÀ�`ica e�tÀe la A`�i-
nistración y los funcionarios11. Lo anterior, por 
la tÀasce�`e�cia µÕe tie�e el co�«oÀta�ie�to 
de los funcionarios en el buen funcionamiento 
de la Administración y, por ende, en la satis-
facción del interés general. 

En el derecho administrativo disciplinario, 
el concepto de deber resulta fundamental. 

llo] «oÀµÕe Õ�a `e las «Ài�ci«ales vÕ�cio�es 
`e las sa�cio�es `isci«li�aÀias co�siste e� µÕe 
los sujetos dirijan sus comportamientos hacia 
el cumplimiento de esas reglas de conductas 
µÕe so� califica`as co�o `eLeÀes «oÀ el oÀ-
`e�a�ie�to �ÕÀ�`ico] e� este caso] `eLeÀes 
funcionarios12° -i}Õie�`o a �aÀc�a `e 
�teÀÀ�a 
Þ �eÀ�?�`eâ ,o`À�}Õeâ] «oÀ `eLeÀes vÕ�cio�a-
rios podemos entender a los comportamientos 
«ositiÛos o �e}atiÛos µÕe se i�«o�e� a Õ� 
funcionario en consideración a los intereses de 
la Administración£Î.

9 Decreto Nº 518, de 1998, y Ley Nº 20.584 de 2012. 
10 �Õ�se�ÕlleÀ ÓääÎ] nÓ{�nÓx°
11 Respecto a las particularidades del modelo de empleo 
público de Chile se puede ver Rajevic 2019, 10 a 15. 
12 Silva 2024, 164.
£Î �aÀc�a Þ �eÀ�?�`eâ Óä££] xx°

�a eficacia `e esta vÕ�ci�� `e e�caÕâa-
miento de las conductas de los funcionarios se 
e�cÕe�tÀa sÕ«e`ita`a a µÕe los vÕ�cio�aÀios 
puedan comprender cuáles son las conductas 
µÕe les eÝi}e el oÀ`e�a�ie�to �ÕÀ�`ico° �i-
cho de otro modo, la amenaza de la sanción 
disciplinaria no encauzará adecuadamente la 
conducta de un funcionario si el funcionario no 
comprende cuál es el comportamiento debido.

Para los funcionarios públicos no resulta 
sencillo saber cuáles son los comportamientos 
µÕe les so� eÝi}i`os «oÀ el oÀ`e�a�ie�to �ÕÀ�`i-
co. Este fenómeno se explica por tres razones. 
En primer lugar, por la dispersión normativa. 
Al Àes«ecto] se `eLe te�eÀ «Àese�te µÕe co�-
«oÀta�ie�tos califica`os co�o º`eLeÀes vÕ�-
cionarios” se encuentran regulados en diversas 
normas de rango constitucional, legal y regla-
mentaria. A lo anterior, se suma la cada vez más 
frecuente utilización de “códigos de conducta”, 
�oÀ�as `e Àa�}o i�vÀale}al µÕe se caÀacteÀiâa� 
por pretender explicar de una manera más con-
cÀeta Þ si�«le los `eLeÀes µÕe el oÀ`e�a�ie�to 
�ÕÀ�`ico i�«o�e a los vÕ�cio�aÀios°


� se}Õ�`o lÕ}aÀ] «oÀµÕe los co�«oÀta-
�ie�tos µÕe les so� eÝi}i`os so� �Ölti«les° 
Respecto a esta multiplicidad de deberes fun-
cio�aÀios] la 
o�tÀaloÀ�a �e�eÀal `e la ,e«ÖLli-
ca �a se�ala`o µÕe e� �ÕestÀo oÀ`e�a�ie�to 
�ÕÀ�`ico �o eÝiste Õ� lista`o taÝatiÛo `e co�-
«oÀta�ie�tos il�citos e� µÕe «Õe`e� i�cÕÀÀiÀ 
los vÕ�cio�aÀios «ÖLlicos] si�o µÕe Õ�a seÀie 
`e `eLeÀes] «Ào�iLicio�es Þ oLli}acio�es µÕe 
pueden ser castigadas14.


� teÀceÀ lÕ}aÀ] «oÀµÕe }Àa� «aÀte `e los 
deberes de los funcionarios públicos son regu-
lados de manera indeterminada15. Asumiendo 
esta Àeali`a`] e� la �Õ�a �eto`ol�}ica `e los 
�eLeÀes �Õ�cio�aÀios] `e la 
o�tÀaloÀ�a �e�e-
Àal `e la ,e«ÖLlica] se estaLlece µÕe «aÀa `e-
terminar si una conducta infringe o no un deber 
funcionario, resulta recomendable «un buen 
conocimiento de la jurisprudencia administrati-
Ûa �e`ia�te la cÕal se �a� i`o co�fi}ÕÀa�`o o 
co�cÀeta�`o las co�`Õctas µÕe «Õe`e� }e�eÀaÀ 
responsabilidad administrativa y la imposición 
`e Õ�a �e`i`a `isci«li�aÀia] lo µÕe se tÀa`Õce 
en ciertos estándares de conducta»16.

En concordancia con lo anterior, la Corte 
-Õ«Àe�a �a se�ala`o µÕe e� el `eÀec�o a`-
ministrativo disciplinario «principios de tanta 
relevancia como la reserva legal o la tipicidad, 

14 Dictamen Nº 4.725 (2010). 
15 Sobre el principio de tipicidad en el derecho adminis-
tÀatiÛo sa�cio�a`oÀ Ûjase 6eÀ}aÀa Óää{] £{Ó Þ £{Î°
16 
o�tÀaloÀ�a �e�eÀal `e la ,e«ÖLlica] Óä£Ó] ÓÈ°
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ce`e� a�te la Àe}Õlaci�� le}islatiÛa `e il�citos 
co�fi}ÕÀa`os e� la voÀ�a `e ti«os aLieÀtos] 
indeterminados y, en ocasiones, en blanco»17. 
Por su parte, el Tribunal Constitucional ha 
se�ala`o µÕe al `eÀec�o `e las �e`i`as `isci-
«li�aÀias �o se le a«lica la }aÀa�t�a `e ti«ici`a` 
`a`o µÕe �o voÀ�a «aÀte `el iÕs «Õ�ie�`i 
estatal18° 
� sÕ `evecto] i�`ic� µÕe e� �ateÀia 
disciplinaria se deben ponderar dos objetivos 
constitucionales igualmente valiosos, como 
so� ­£® la «ÀeÛisiLili`a` `e las co�`Õctas µÕe 
pueden ser sancionadas y (2) la conveniencia 
de perseguir la responsabilidad disciplinaria19.

*aÀa �ostÀaÀ la co�«le�i`a` «À?ctica µÕe 
implica la indeterminación en el ejercicio del 
poder disciplinario resulta útil tomar como 
ejemplo el deber de los funcionarios de “ob-
servar una vida social acorde con la dignidad 
del cargo”20° Al Àes«ecto] la 
o�tÀaloÀ�a �e-
�eÀal `e la ,e«ÖLlica �a se�ala`o µÕe este 
precepto no regula la conducta estrictamente 
«ÀiÛa`a `e los vÕ�cio�aÀios �i los evectos µÕe 
este comportamiento pudiera tener en su vida 
individual o familiar, salvo cuando ellas afecten 
o trasciendan a la vida social y comprometan el 
prestigio del servicio o la lealtad debida a sus 
jefaturas, a sus compañeros y a la comunidad21. 

� si�ilaÀ te�oÀ] �a i�`ica`o µÕe este `eLeÀ 
LÕsca eÛitaÀ µÕe co� el actÕaÀ `el vÕ�cio�aÀio 
amenace el interés del servicio, aun cuando la 
conducta se produzca fuera de la jornada ha-
bitual22° /a�Lij� �a se�ala`o µÕe esta �oÀ�a 
«eÀ�ite la sa�ci�� `e aµÕellas actÕacio�es `e 
los vÕ�cio�aÀios `e ��`ole «ÀiÛa`a µÕe tie�e� 
«ÀoÞeccio�es e� sÕ µÕe�aceÀ laLoÀalÓÎ.

En el deber de observar una vida social 
acorde con la dignidad del cargo subyace la 
necesidad de resguardar el prestigio de la 
Administración. Al respecto, el organismo con-
tÀaloÀ �a se�ala`o µÕe �el Àes}ÕaÀ`o `el «Àes-
tigio de la institución es imprescindible con 
miras de asegurar el funcionamiento regular 
Þ eficie�te `el Àes«ectiÛo oÀ}a�is�o «ÖLlico] 
y, por consiguiente, la cabal atención de las 
�ecesi`a`es colectiÛas µÕe esas e�ti`a`es `e-

17 ,oss co� �i�isteÀio `e �eve�sa  acio�al ­ÓäÓÎ®° 
18 Como señala Van Weezel, si bien este fallo se encuen-
tra referido al derecho disciplinario del Poder Judicial, sus 
elementos fundamentales son aplicables a otros cuerpos 
normativos del Estado, especialmente, al Estatuto Admi-
nistrativo. Van Weezel, 2011, 189. 
19 Sentencia TC, Rol Nº 747 (2007).
20 �ecÀeto co� �ÕeÀâa `e �eÞ  ¨ Ó�] `e Óääx° AÀt�cÕlo È£] 
literal i). 
21 Dictamen Nº 11.964 (2018).
22 Dictamen Nº 52.541 (2012).
ÓÎ �icta�e�  ¨ Ó�ÎÇ£ ­£�nx®°

Le� «ÀocÕÀaÀ a los a`�i�istÀa`os Þ µÕe estos] 
a su vez, tienen derecho a exigirles»24.

La preocupación por la vida social de 
los funcionarios públicos no es una novedad 
de nuestro actual Estatuto Administrativo. En 
efecto, la preocupación por la virtuosidad y la 
moral de los funcionarios públicos ha estado 
«Àese�te e� �ÕestÀo oÀ`e�a�ie�to �ÕÀ�`ico 
desde el inicio de nuestra vida republicana. 

s �?s] e� �ÕestÀas tieÀÀas] Þa se `iscÕt�a so-
bre estas materias cientos de años antes de 
la independencia. En este sentido, resulta útil 
ÀecoÀ`aÀ el caÀ}o µÕe se le voÀ�Õl� a *e`Ào 
de Valdivia, Gobernador de Chile, en 1548, 
por «costumbres relajadas con escándalo pú-
blico»25. Lo anterior, con motivo de la relación 
µÕe soste��a co� `o�a ��js `e -Õ?Àeâ° 

Por otro lado, resulta relevante tener 
«Àese�te µÕe la �ÕÀis«ÀÕ`e�cia a`�i�istÀatiÛa 
�a soste�i`o µÕe �o oLseÀÛaÀ Õ�a Ûi`a social 
acorde con la dignidad del cargo también 
constituye una infracción al deber constitu-
cional de probidad administrativa26. Por su 
«aÀte] la `octÀi�a �a se�ala`o µÕe el `eLeÀ 
de integridad de los funcionarios implica «la 
obligación del funcionario de ser honorable y 
de buenas costumbres en consideración a su 
profesión, tanto en el ejercicio de la función, 
como fuera del cargo en sus relaciones socia-
les»27. Según Delgadillo, el valor de la hones-
tidad se impone como norma general a los 
vÕ�cio�aÀios «ÖLlicos] µÕie�es `eLe� a�ÕstaÀ 
toda su actuación a principios morales28.

La fuerte vinculación entre el deber de 
llevar una vida social acorde a la dignidad del 
cargo y el principio de probidad es de gran 
ÀeleÛa�cia «À?ctica° �o a�teÀioÀ] `a`o µÕe e� 
�ÕestÀo oÀ`e�a�ie�to �ÕÀ�`ico c�ile�o la i�vÀac-
ción grave al principio de probidad administra-
tiva constituye una causal de destitución29. 


o�o i�`ica ,a�eÛic] e� �ÕestÀo «a�s] la 
noción de probidad administrativa se consa-

24 �icta�e�  ¨ ÓÎ°Çnä ­Óäää®° 
25 	aÀÀos AÀa�a £nÇÎ] ÎÇx°
26 �icta�e�  ¨ �n°äÎÎ ­Óä£{®°
27 Diez 1981, 120.
28 Delgadillo 1990, 71.
29 �ecÀeto co� �ÕeÀâa `e �eÞ  ¨ Ó�] `e Óääx° AÀt�cÕlo 
125. La destitución de funcionarios públicos por conduc-
tas µÕe `ice� Àelaci�� co� sÕ Ûi`a social «o�e e� te�si�� 
al principio de proporcionalidad de las sanciones. Sin 
embargo, no es objeto del presente trabajo analizar el 
deber de los funcionarios de llevar una vida social acorde 
a la dignidad del cargo a la luz del principio de propor-
cionalidad. Sobre la aplicación del referido principio en el 
derecho administrativo disciplinario véase Celis, 2019, 56 
y Cárcamo 2024, 88. 
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gró legislativamente en 1986, con el art. 7º de 
la LOCBGAEÎä. Actualmente, este concepto 
se encuentra expresamente establecido en 
diversos preceptos de dicho cuerpo legalÎ£. 
A`e�?s] se e�cÕe�tÀa «Àese�te e� el aÀt�cÕlo 
nc `e la 
o�stitÕci�� *ol�tica `e la ,e«ÖLlica] 
el cual impone a los funcionarios el deber de 
dar estricto cumplimiento al principio de pro-
bidad administrativaÎÓ° <Ö�i}a] sostie�e µÕe 
este deber tiene por objeto evitar la corrup-
ción al interior de la Administración públicaÎÎ. 
La probidad administrativa ha sido objeto de 
frecuente atención por parte de nuestra dog-
mática, la cual ha formulado diversas explica-
ciones respecto a su contenido. Al respecto, 
Al`Õ�ate sostie�e µÕe] e� ÛiÀtÕ` `e aµÕella] 
las actuaciones de los funcionarios “deben 
constituir un testimonio de ética pública ante 
la comunidad a desempeñar honesta y leal-
mente la función o cargo”Î{.


l aÀt�cÕlo xÓ `e la �"
	�A
 i�`ica µÕe 
“el principio de la probidad administrativa 
consiste en observar una conducta funcionaria 
intachable y un desempeño honesto y leal de 
la función o cargo, con preeminencia del in-
terés general sobre el particular”. Para Barra, 
la expresión legislativa “conducta funcionaria 
intachable y desempeño honesto y leal” alude 
a “la integridad (moral) en el obrar de una per-
sona, esto es, el actuar en forma recta, proba, 
intachable desde el punto de vista ético, y por 
tanto, puede considerársela como un valor y 
Õ�a ÛiÀtÕ` �oÀal µÕe «Õe`e� «oseeÀ o `esaÀÀo-
llar las personas para guiar su comportamiento 
en el sentido de la corrección moral en el des-
e�«e�o `e cÕalµÕieÀ actiÛi`a` o tÀaLa�o µÕe lo 
ÀeµÕieÀa] sea jste e� el «aÀticÕlaÀ o «ÖLlico»Îx.

�eteÀ�i�aÀ µÕj co�«oÀta�ie�tos co�-
cretos infringen el deber de llevar una vida 
social acorde a la dignidad del cargo no es 
una tarea sencilla. Ello puede ser entendido 
de múltiples maneras, no todas ellas fáciles de 
haber previsto. Como señala la doctrina, no es 
claÀo µÕj se `eLe e�te�`eÀ «oÀ ºÛi`a social» 
o por “dignidad del cargo”ÎÈ. Al respecto, 
,eÞes sostie�e µÕe] e� ÛiÀtÕ` `e este `eLeÀ] 
“el funcionario puede hacer en su vida privada 

Îä ,a�eÛic Óä£Î] Ó{�
Î£ Al Àes«ecto] Ûjase los aÀt�cÕlos Î] £Î] xÓ Þ ÈÓ `el �e-
cÀeto co� �ÕeÀâa `e �eÞ  ¨ £�£�ÈxÎ] `el Óäää° 
ÎÓ �ecÀeto  ¨ £ää] `e Óääx° AÀt�cÕlo n° 
ÎÎ <Ö�i}a Óä£Î] {ä° 
Î{ Aldunate 2019, 55.
Îx 	aÀÀa Óääx] ÎÇ° *aÀa co�oceÀ el co��Õ�to `e �oÀ�as 
µÕe Àe}Õla� a este «Ài�ci«io e� el oÀ`e�a�ie�to �ÕÀ�`ico 
c�ile�o Ûjase 
a�ac�o Óä£n] ÇÈÎ�Çnn°
ÎÈ Pallavicini 2005, 78. 

to`o lo µÕe µÕieÀa] vÕeÀa `e la �oÀ�a`a Þ `e sÕ 
lÕ}aÀ `e tÀaLa�o] e� la �e`i`a µÕe �o avecte� 
el Servicio donde se desempeña”ÎÇ.

De la revisión de la jurisprudencia de la 

o�tÀaloÀ�a] es «osiLle a`ÛeÀtiÀ µÕe] e� se`e 
control administrativo de la imposición de 
sanciones, se han aceptado múltiples interpre-
taciones sobre el alcance de la normaÎn. Para 
una mejor comprensión de este punto, hemos 
a}ÀÕ«a`o estos sÕ«Õestos e� ci�co cate}oÀ�as\

a) Conductas relacionadas con consumo de 
alcohol, drogas y armas

i® �Õ�cio�aÀio soÀ«Àe�`i`o e� la Û�a «ÖLli-
ca e� �a�ifiesto esta`o `e eLÀie`a`Î�.

ii) Funcionario condenado por hurto y por 
la valta co�te�«la`a e� el aÀt�cÕlo xä `e la leÞ 
Nº 20.000, referida al consumo de drogas o 
sustancias estupefacientes o sicotrópicas en 
lugares públicos o abiertos al público40.

iii® �Õ�cio�aÀio µÕe se «Àese�ta a `es-
empeñar sus funciones en evidente estado de 
ebriedad, provocando alarma entre sus compa-
ñeros de labores al disparar un arma de fuego41.

iÛ® �Õ�cio�aÀio `e �e�`aÀ�eÀ�a µÕe] es-
tando de franco y de civil, causa desorden en 
Õ� ÀestaÕÀa�te `is«aÀa�`o el aÀ�a `e vÕe}o µÕe 
portaba con peligro para la vida de terceros42.

b) Conductas relacionadas con 
comportamientos íntimos y sexuales 

i) Director de establecimiento educacio-
�al µÕe �a�tie�e Àelacio�es `e eÝcesiÛa co�-
fia�âa co� el alÕ��a`o] i�co�«atiLles co� sÕ 
cali`a` Þ �eÀaÀµÕ�a{Î.

ii) Funcionario condenado como autor del 
delito de abusos deshonestos44.

ÎÇ Reyes 2016, 62.
În �a LÖsµÕe`a se Àealiâ� Õtiliâa�`o el LÕsca`oÀ `e �Õ-
Àis«ÀÕ`e�cia `e la «?}i�a ÜeL `e la 
o�tÀaloÀ�a �e�eÀal 
de la República, utilizando los descriptores “vida social”, 
“dignidad”, y “cargo”. El resultado arrojó 49 dictámenes 
µÕe coÀÀes«o�`e� al si}Õie�te «eÀio`o\ ä£ `e aLÀil `e 
1970 a 02 de diciembre de 2025. Los dictámenes previos 
a la entrada en vigencia del actual Estatuto Administrati-
Ûo ta�Lij� vÕeÀo� co�si`eÀa`os° 
llo] «oÀµÕe el a�ti}Õo 
Estatuto Administrativo (actualmente derogado) también 
estaLlec�a el `eLeÀ `e los vÕ�cio�aÀios `e co�«oÀtaÀse 
con dignidad en su vida social (Decreto con Fuerza de Ley 
 ¨ ÎÎn] `e £�Èä° AÀt�cÕlo £x{®° 
Î� �icta�e�  ¨ ÇÎ°Î�Ç ­£�Çx®°
40 �icta�e�  ¨ nÓ°£nn ­Óä£Î®°
41 �icta�e�  ¨ x°{�n ­£�nÎ®°
42 �icta�e�  ¨ �Î°nÇx ­£�Çx®°
{Î �icta�e�  ¨ ÇÇ°ÓÓä ­£�ÇÎ®° 
44 �icta�e�  ¨ �Ó°È£Î ­£�Çx® Þ �icta�e�  ¨ £Ç°xÎÈ 
(1990).



ReDAd Revista de Derecho Administrativo, Nº 42 [ julio-diciembre 2025 ] pp. 65-84

70 víctor garcía-yzaguirre y danieL siLva hort É 
�eÀcicio `e la «otesta` `isci«li�aÀia al i�teÀioÀ `e la A`�i�istÀaci�� «ÖLlica\o

iii) Profesor universitario denunciado por 
a}Àe`iÀ v�sica�e�te a Õ�a estÕ`ia�te a�te sÕ 
negativa de sostener relaciones sexuales, ade-
más de amenazar con reprobarla en un par de 
Àa�os µÕe `eLeÀ�a cÕÀsaÀ co� jl e� el tÀa�s-
curso de la carrera45.

c) Conductas relacionadas con la vida 
económica del funcionario

i® �Õ�cio�aÀio µÕe i�vÀi�}e sÕs co�«Ào�i-
sos económicos46.

ii® �Õ�cio�aÀio µÕe a`eÕ`a Àe�tas `e 
arrendamiento y mantiene impago préstamo 
solicitado al banco47.

iii) Funcionario con antecedentes comer-
ciales o fi�a�cieÀos �e}atiÛos48.

d) Conductas relacionadas con hurtos, 
fraudes, apropiaciones indebidas y otras 
irregularidades financieras

i® �Õ�cio�aÀio µÕe sÕstÀae Þ coLÀa c�eµÕe 
correspondiente a la remuneración de otro 
funcionario49.

ii® �Õ�cio�aÀio µÕe i�cÕ�«le oLli}acio-
�es «aÀticÕlaÀes co�tÀa�`as co� sÕs cole}as] a 
µÕie�es les lleÛaLa la co�taLili`a`] al �o e�te-
ÀaÀ e� aÀcas fiscales los `i�eÀos µÕe le vÕeÀo� 
co�fia`os «aÀa «a}os tÀiLÕtaÀios50.

iii® �Õ�cio�aÀios µÕe] co� el fi� `e oLte-
ner préstamos personales de dinero en una 
i�stitÕci�� fi�a�cieÀa] elaLoÀaÀo� Þ ÕtiliâaÀo� 
ceÀtivica`os e� µÕe se se�alaLa� Àe�Õ�e-
Àacio�es sÕ«eÀioÀes a las µÕe Àeal�e�te les 
corresponden conforme su cargo, grado y an-
ti}Øe`a`51.

iÛ® �Õ�cio�aÀio µÕe se a«Ào«ia i�`eLi`a-
mente de dineros del fondo de ayuda solidaria 
para el personal auxiliar del Servicio52.

Û® �Õ�cio�aÀio µÕe co�ete `elito `e �ÕÀ-
to simple en una tiendaxÎ.

Ûi® �Õ�cio�aÀio µÕe se a«Ào«ia i�`eLi`a-
mente de dineros de otro funcionario54.

45 Dictamen Nº 41.606 (2002).
46 �icta�e�  ¨ x{Î ­£�n{®°
47 Dictamen Nº 14.460 (1988).
48 �icta�e�  ¨ £Î°Înn ­£��È®°
49 �icta�e�  ¨ È°Î�n ­£�nÎ®°
50 �icta�e�  ¨ Ó�°ÎÇ£ ­£�nx®°
51 �icta�e�  ¨ {°nÎÓ ­£��£®°
52 Dictamen Nº 22.747 (2012).
xÎ Dictamen Nº 25.021 (2012).
54 Dictamen Nº 58.041 (2012).

Ûii® �Õ�cio�aÀio `el -�� µÕe] co�o co�tÀi-
buyente, infringe la ley de impuesto a la renta 
y percibe indebidamente asignación familiar55.

Ûiii® �Õ�cio�aÀio µÕe co�ete iÀÀe}ÕlaÀi`a-
`es fi�a�cieÀas e� sÕ cali`a` `e «Àesi`e�te `e 
una Asociación Gremial56.

iÝ® �Õ�cio�aÀio µÕe] e� sÕ cali`a` `e 
integrante del Comité de Bienestar, comete 
irregularidades57. 

e) Otras conductas

i® �Õ�cio�aÀio `e Õ� seÀÛicio `e salÕ` µÕe 
participa en maniobras abortivas practicadas 
en forma particular a una paciente, a causa de 
las cuales esta falleció posteriormente, hechos 
µÕe �otiÛaÀo� sÕ `ete�ci�� Þ «Àocesa�ie�to 
por justicia ordinaria58.

ii) Participación de funcionarios de un 
hospital en el delito de tentativa de aborto59.

iii) Agresión verbal entre funcionarios fue-
ra del horario y lugar de trabajo60.

iÛ® �Õ�cio�aÀio µÕe «Àese�taLa lice�cias 
médicas en una municipalidad, la cual ya no era 
sÕ e�«lea`oÀa] co� la fi�ali`a` `e �a�te�eÀ Ûi-
}e�te sÕ Û��cÕlo laLoÀal co� la coÀ«oÀaci�� e`i-
licia, a la espera de una eventual indemnización 
por años de servicio por parte de ésta61. 

2. La calificación de la conducta como 
infracción al deber de observar una vida 
social acorde con la dignidad del cargo

�o eÝ«Õesto �asta aµÕ� �os �ÕestÀa µÕe] e� la 
jurisprudencia administrativa, se han recono-
cido a múltiples y diversos comportamientos 
como incumplimientos del deber de llevar 
una vida social acorde a la dignidad del cargo. 
*aÀa co�«Àe�`eÀ las `ificÕlta`es «À?cticas µÕe 
implica determinar si una conducta infringe o 
no el deber de observar una vida social acorde 
con la dignidad del cargo, resulta especial-
mente ilustrativo el dictamen Nº E27402 de 
ÓäÓx `e la 
o�tÀaloÀ�a] �e`ia�te el cÕal se 
respondió una solicitud de pronunciamiento 
voÀ�Õla`a «oÀ �e�`aÀ�eÀ�a `e 
�ile62.


� lo es«ec�fico] �e�`aÀ�eÀ�a le solicit� 
al "À}a�is�o 
o�tÀaloÀ µÕe `eteÀ�i�e si la 

55 Dictamen Nº 81205 (1972).
56 �icta�e�  ¨ nä°£�Î ­Óä£Î®°
57 Dictamen Nº 56.858 (2005).
58 �icta�e�  ¨ ÇÎ�{ ­£�n{®°
59 �icta�e�  ¨ xÎ{n ­£�nn®°
60 Dictamen Nº 74.188 (2010).
61 �icta�e�  ¨ {Ó°ÎÇÓ ­Óä£ä®°
62 Dictamen Nº E27402 (2025). 



ReDAd Revista de Derecho Administrativo, Nº 42 [ julio-diciembre 2025 ] pp. 65-84

71víctor garcía-yzaguirre y danieL siLva hort É 
�eÀcicio `e la «otesta` `isci«li�aÀia al i�teÀioÀ `e la A`�i�istÀaci�� «ÖLlica\o

venta de contenido erótico, en plataformas 
«aÀa a`Õltos] i�«oÀtaÀ�a Õ� i�cÕ�«li�ie�to a 
las obligaciones funcionarias, en especial, la 
de observar una vida social acorde con la dig-
nidad del cargo, ante la posible afectación de 
la i�a}e� i�stitÕcio�al o `e la fi}ÕÀa `e aÕtoÀi-
`a` «oÀ «aÀte `e µÕie� la Àealice o `e sÕs «a-
Àes] lo µÕe] a sÕ �Õicio] es i�co�«atiLle co� el 
`ese�«e�o e� la i�stitÕci��] e i�clÕso] «o`À�a 
acaÀÀeaÀ `ificÕlta`es «aÀa el cÕ�«li�ie�to `e 
la misión institucional. Ello, con motivo de ha-
LeÀ to�a`o co�oci�ie�to µÕe Õ�a vÕ�cio�aÀia 
�a�te�`À�a Õ�a cÕe�ta e� Õ�a «latavoÀ�a µÕe 
ofrece contenido digital consistente en fotos, 
Ûi`eos Þ otÀos `e caÀ?cteÀ seÝÕal o ��ti�o] 
siendo de público acceso la opción de suscri-
birse mediante pago a dicha cuenta.


� sÕ `icta�e�] la 
o�tÀaloÀ�a �o se «Ào-
nunció sobre si la conducta descrita por Gen-
`aÀ�eÀ�a i�vÀi�}e o el `eLeÀ `e oLseÀÛaÀ Õ�a 
vida social acorde con la dignidad del cargo. 

� sÕ `evecto] estaLleci� µÕe �las ciÀcÕ�sta�-
cias expuestas deben ser ponderadas caso a 
caso por la autoridad dotada de la respectiva 
potestad disciplinaria, teniendo presente al 
efecto las condiciones de hecho subyacentes 
e� ca`a sitÕaci��] el caÀ}o µÕe ocÕ«a la «eÀ-
sona funcionaria y el organismo público en el 
cÕal se `ese�«e�a ­o®�ÈÎ.


ste `icta�e� es Ötil «aÀa a`ÛeÀtiÀ µÕe] a 
juicio del Organismo Contralor, la determina-
ción de si una conducta infringe o no el deber 
e� co�e�to `eLe ÀesolÛeÀse casÕ�stica�e�te 
por la Administración, teniendo en considera-
ción diversos aspectos como, por ejemplo, las 
“circunstancia de hecho subyacentes”, el cargo 
`el vÕ�cio�aÀio Þ el oÀ}a�is�o es«ec�fico e� el 
cual se desempeña64° 
llo `a cÕe�ta `e µÕe Àe-
sulta muy complejo para un funcionario calcular 
si será castigado o no en caso de mantener una 
plataforma con contenido de carácter sexual. 

Este caso permite hacer algunas inte-
ÀÀo}a�tes\ ·+Õj a�aliâ� la 
o�tÀolaÀ�a¶ ·+Õj 
riesgos genera para la calculabilidad del dere-
cho disciplinario? ¿Es posible pensar en otras 
voÀ�as `e ÀesolÛeÀ el caso¶ ·A µÕj alteÀ�atiÛas 
Àe�Õ�ci� la 
o�tÀolaÀ�a¶ -oLÀe estos «Õ�tos 
volveremos más adelante. 

3. Los mecanismos de control de la 
aplicación de las sanciones disciplinarias


� co�tÀa `e la `ecisi�� `e la aÕtoÀi`a` µÕe 
aplica una sanción disciplinaria resultan pro-

ÈÎ Dictamen Nº E27402 (2025).
64 Dictamen Nº E27402 (2025).

cedentes diversos mecanismos de control. 

� «Ài�eÀ lÕ}aÀ] se `eLe te�eÀ «Àese�te µÕe 
el Estatuto Administrativo, en los sumarios 
administrativos, contempla dos recursos admi-
nistrativos especiales al interior de la propia 
Administración65. Estos mecanismos de impug-
nación son (a) el recurso de reposición ante la 
�is�a aÕtoÀi`a` µÕe `ict� el acto Þ ­L® el Àe-
cÕÀso `e a«elaci�� a�te el sÕ«eÀioÀ �eÀ?ÀµÕico 
`e µÕie� a«lic� la sa�ci�� `isci«li�aÀia° 
ste 
recurso de apelación solo puede interponerse 
con el carácter de subsidiario de la solicitud 
`e Àe«osici�� Þ «aÀa el caso µÕe jsta �o sea 
acogida. Ambos recursos deben interponerse 
e� el «laâo `e ci�co `�as] co�ta`os `es`e la 
�otificaci��66. 

Luego, el Estatuto Administrativo con-
te�«la e� sÕ aÀt�cÕlo Èä Õ� �eca�is�o `e 
i�«Õ}�aci�� a�te la 
o�tÀaloÀ�a �e�eÀal `e la 
,e«ÖLlica° 
l ÀeveÀi`o aÀt�cÕlo £Èä `el 
statÕto 
A`�i�istÀatiÛo estaLlece µÕe los vÕ�cio�aÀios 
te�`À?� `eÀec�o a Àecla�aÀ a�te la 
o�tÀaloÀ�a 
General de la República, cuando se hubieren 
«Ào`Õci`o Ûicios `e le}ali`a` µÕe avectaÀe� 
los `eÀec�os µÕe les co�fieÀe el ÀeveÀi`o 
s-
tatuto. Esta reclamación debe interponerse 
`e�tÀo `e Õ� «laâo `e `ieâ `�as �?Liles] co�-
ta`o `es`e µÕe tÕÛieÀe� co�oci�ie�to `e la 
sitÕaci��] ÀesolÕci�� o actÕaci�� µÕe `io lÕ}aÀ 
al Ûicio `e µÕe se Àecla�a67. 

En sede judicial no existe un recurso es-
pecialmente establecido por el ordenamiento 
�ÕÀ�`ico «aÀa la i�«Õ}�aci�� `e sa�cio�es `is-
ciplinarias. En este escenario, la acción consti-
tucional de protección se ha erigido como el 
principal mecanismo de control judicial de la 
potestad disciplinaria de la Administración68. 
Sin perjuicio de lo anterior, se debe tener 
presente la existencia de otros mecanismos 
�Õ`iciales µÕe ta�Lij� �a� si`o Õtiliâa`os «aÀa 
controlar la aplicación de sanciones disciplina-
rias como, por ejemplo, la tutela de derechos 
fundamentales y la acción de nulidad de dere-
cho público69. 

65 �ecÀeto co� �ÕeÀâa `e �eÞ  ¨ Ó�] `e Óääx° AÀt�cÕlo £{£°
66 �ecÀeto co� �ÕeÀâa `e �eÞ  ¨ Ó�] `e Óääx° AÀt�cÕlo 
141. En el ámbito de los recursos administrativos internos 
también resulta pertinente considerar al recurso extraor-
`i�aÀio `e ÀeÛisi�� estaLleci`o e� el aÀt�cÕlo Èä `e la �eÞ 
£�°nnä] `e ÓääÎ° 
67 �ecÀeto co� �ÕeÀâa `e �eÞ  ¨ Ó�] `e Óääx° AÀt�cÕlo £{£°
68 �ecÀeto  ¨ £ää] `e Óääx° AÀt�cÕlo Óä° 
69 Estos medios de impugnación se encuentran estable-
ci`os Àes«ectiÛa�e�te e� el aÀt�cÕlo {nx Þ ss° `el �ecÀeto 
co� �ÕeÀâa `e �eÞ  ¨ £] `e ÓääÎ] Þ e� los aÀt�cÕlos È Þ Ç 
del Decreto Nº 100 de 2005.
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II. Rasgos del problema

Al �o�e�to `e a�aliâaÀ µÕij� «Õe`e i�«o�eÀ 
sanciones disciplinarias es posible hacerse dos 
tipos de preguntas diferentes. Por un lado, 
Õ�a «Àe}Õ�ta `escÀi«tiÛa\ ·c��o i`e�tifica�os 
las competencias de los aplicadores del dere-
cho? Por otro lado, una pregunta prescriptiva: 
·µÕj cÀiteÀios �oÀ�atiÛos `eLe�os ÕsaÀ «aÀa 
evaluar si es correcto ampliar, reducir o mante-
�eÀ las co�«ete�cias µÕe «osee� `eteÀ�i�a-
dos aplicadores del derecho?

La cuestión de carácter descriptivo su-
braya la importancia de determinar las normas 
µÕe estaLlece� la Ûali`eâ `e los actos `es-
tinados a solucionar problemas normativos 
«oÀ «aÀte `e los o«eÀa`oÀes �ÕÀ�`icos° 
� este 
caso] `e µÕij� «Õe`e i�«o�eÀ sa�cio�es `is-
ci«li�aÀias Þ a tÀaÛjs `e µÕj «Àoce`i�ie�tos° 
Dichas normas pueden dividirse en dos gru-
«os\ «oÀ Õ� la`o] aµÕellas µÕe atÀiLÕÞe� co�-
petencia a estos operadores. Por otro lado, las 
�oÀ�as µÕe ÀestÀi�}e� el �o`o e� µÕe esas 
co�«ete�cias se e�eÀce�Æ es `eciÀ] �oÀ�as µÕe 
actÖa� co�o l��ites sÕsta�tiÛos a los «osiLles 
actos µÕe «Õe`e� «Ào`ÕciÀse°

La cuestión de carácter prescriptivo, en 
cambio, hace referencia a los criterios valo-
ÀatiÛos µÕe `eLe� a«licaÀse «aÀa `ise�aÀ `el 
mejor modo los sistemas de competencias de 
los o«eÀa`oÀes �ÕÀ�`icos70. Efectivamente, para 
resolver el punto prescriptivo es necesario 
haber formulado una adecuada respuesta a la 
duda descriptiva. 

*aÀa los «Ào«�sitos `el «Àese�te aÀt�cÕlo 
no pretendemos formular una respuesta com-
pleta a la pregunta descriptiva de una deter-
minada práctica. En cambio, formularemos al-
}Õ�os i�`ica`oÀes µÕe «eÀ�ita� aislaÀ al}Õ�os 
aspectos relevantes a ser considerados.

1. Uso de concepto valorativos

En materia de interpretación del derecho 
disciplinario vamos a asumir, por un lado, la 
distinción entre textos normativos o disposi-
cio�es] µÕe co�stitÕÞe� el oL�eto `e los Àa-
zonamientos interpretativos, y normas como 
�oci�� µÕe ÀefieÀe al si}�ifica`o a atÀiLÕiÀ a las 
disposiciones71. Esta diferenciación permite 
a`ÛeÀtiÀ µÕe a Õ�a `is«osici�� «Õe`e� asi}�aÀ-
se �Ölti«les �oÀ�as] Þ µÕe Õ�a �is�a �oÀ�a 

70 Se pueden distinguir dos tipos de valoraciones: las 
aÝiol�}icas] Lasa`as e� la LÖsµÕe`a `e Õ� i`eal `e �Õs-
ticia, y las técnicas, sustentadas en la racionalidad de 
�e`ios Þ fi�es° 
71 Guastini, 2014, 26.

«Õe`e i`e�tificaÀse a «aÀtiÀ `e Õ�a o ÛaÀias `is-
posiciones, entre otras posibilidades. 

*oÀ otÀo la`o] e�te�`eÀe�os µÕe la 
mejor manera de reconstruir los procesos 
interpretativos de las disposiciones es dife-
renciando, al menos, dos etapas sucesivas. 

� «Ài�eÀ lÕ}aÀ] el �Õeâ o i�tjÀ«Àete i`e�tifica 
los si}�ifica`os «osiLles `e las `is«osicio�es 
normativas, basándose en los distintos cáno-
nes interpretativos propios de la comunidad 
�ÕÀ�`ica° �Õe}o] a«lica �eta�cÀiteÀios `e «Àe-
veÀe�cia «aÀa ele}iÀ] `e e�tÀe esos si}�ifica`os 
«osiLles] aµÕel µÕe co�si`eÀa coÀÀecto72. La 
selección de dicho meta-criterio y, por ende, 
`el si}�ifica`o µÕe fi�al�e�te se atÀiLÕÞe a 
la disposición (es decir, la norma resultante), 
constituye un acto de decisión. En este senti-
do, el uso de un meta-criterio de preferencia 
Àeye�a la a`o«ci�� `e Õ�a tesis «ÀescÀi«tiÛa° 
Estos cánones pueden ofrecer resultados inter-
pretativos o de integración. Por resultados in-
teÀ«ÀetatiÛos �ace�os ÀeveÀe�cia a si}�ifica`os 
µÕe Þa voÀ�a� «aÀte `el �aÀco `e si}�ifica`os 
disponibles en una determinada comunidad 
�ÕÀ�`ica° 
� ca�Lio] «oÀ ÀesÕlta`os `e i�te}Àa-
ci�� alÕ`i�os a si}�ifica`os µÕe �o voÀ�aLa� 
«aÀte `el alÕ`i`o �aÀco Þ µÕe so� casos `e 
creación del intérprete. 

A�oÀa Lie�] es el caso µÕe los a}e�tes 
con competencia para crear derechoÇÎ, como 
�e�os Ûisto l��eas atÀ?s] `eci`a� e�«leaÀ 
«alaLÀas µÕe �a}a� alÕsi�� a co�ce«tos Ûa-
lorativos74. Por ejemplo: probidad, dignidad 
del cargo, justicia, buenas costumbres, razo-
nabilidad, entre otros. También puede ser el 
caso µÕe el le}isla`oÀ �o e�«lee `e �a�eÀa 
expresas estas palabras, pero los intérpretes 
co�si`eÀe� µÕe la �e�oÀ voÀ�a `e e�te�`eÀ 
la disposición sea entendiéndola como una 
referencia a un concepto valorativo. Por ejem-
«lo] e�te�`eÀ µÕe la Ûi`a social acoÀ`e co� la 
`i}�i`a` `el caÀ}o si}�ifica Õ�a «Ào�iLici�� 
`e ÀealiâaÀ co�`Õctas µÕe `a�e� el º«Àesti}io 

72 Chiassoni, 2011, 77 y ss.
ÇÎ Puede ser una competencia para crear instrumentos 
normativos como, por ejemplo, leyes (Parlamento), re-
glamento (Poder Ejecutivo) y directivas (administración). 
Puede ser una competencia para crear precedentes vincu-
lantes (aplicadores del derecho).
74 Cabe diferenciar entre conceptos descriptivos y va-
lorativos. Los conceptos descriptivos se emplean para 
«Àese�taÀ caÀacteÀ�sticas `e Õ� `eteÀ�i�a`o oL�eto° 
sto 
es] «eÀ�ite� voÀ�ÕlaÀ ele�cos `e caÀacteÀ�sticas Þ Àas}os 
sin emitir un juicio de valor al respecto. En cambio, los 
conceptos valorativos permiten la formulación de juicios 
soLÀe c��o `eLeÀ�a� seÀ Õ� `eteÀ�i�a`o oL�eto] co�voÀ-
me a un determinado estándar de valoración. 
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i�stitÕcio�al» Þ la ºco�fia�âa» `e la ciÕ`a`a��a 
en la Administración.   


sto sÕ«o�e Õ� `esav�o i�«oÀta�te° -i el 
i�tjÀ«Àete `eci`e µÕe `ic�as «alaLÀas o«eÀa� 
co�o co�ce«tos ÛaloÀatiÛos] ·µÕj actos «Õe-
`e lleÛaÀ a caLo «aÀa atÀiLÕiÀles si}�ifica`o¶ �a 
pregunta no es sencilla, pues dependiendo de 
la voÀ�a e� µÕe se le `j co�te�i`o a `ic�os 
co�ce«tos es «osiLle µÕe el Õ�iÛeÀso `e accio-
�es ­Þ o�isio�es® ÛaÀ�e°

Como se puede ver, en este contexto, el 
a«lica`oÀ `el `eÀec�o tie�e µÕe lleÛaÀ a caLo 
tres decisiones75: i) si estamos o no frente a 
un concepto valorativo; ii) si estamos frente a 
Õ� co�ce«to ÛaloÀatiÛo] e�to�ces te�`À? µÕe 
`eci`iÀ µÕj ti«o `e eÛalÕaci�� es ÀeµÕeÀi`aÆ Þ 
iii® ÛeÀificaÀ cÕ?l es la �e�oÀ �a�eÀa `e co�cÀe-
tiâaÀ la ÛaloÀaci�� e� Õ�a �oÀ�a µÕe «Õe`a seÀ 
empleada en el proceso institucional de toma 
de decisiones.


o�o es «osiLle a`ÛeÀtiÀ] lo µÕe te�e�os 
por delante es la competencia de un conjunto 
de aplicadores del derecho para determinar 
el contenido del antecedente de una sanción 
disciplinaria. Al respecto, podemos suponer 
dos tipos de escenarios: i) un ejercicio ilimita-
`o `e `ic�a co�«ete�cia ­�o �aÞ �oÀ�as µÕe 
«ÀeÛea� l��ites a sÕ e�eÀcicio®] `e �a�eÀa µÕe 
cÕalµÕieÀ ÀesÕlta`o es �ÕÀ�`ica�e�te Û?li`oÆ Þ 
ii® Õ� e�eÀcicio li�ita`o «oÀ el siste�a �ÕÀ�`ico] 
`e �a�eÀa µÕe solo al}Õ�as `ecisio�es seÀ?� 
�ÕÀ�`ica�e�te Û?li`as ­aµÕellas µÕe �o ÛÕl�e-
Àe� los l��ites®° 


o�si`eÀa�os µÕe Õ� esce�aÀio `e 
ejercicio ilimitado, en el marco de un Estado 
Constitucional de Derecho, resulta inviable e 
i��ÕstificaLle° 
� este se�ti`o] la «Àe}Õ�ta µÕe 
voÀ�Õla�os l��eas atÀ?s se tÀa`Õce e� c��o 
determinar, en un contexto de ejercicio limita-
`o] el co�te�i`o `e `ic�os l��ites° 


stos l��ites `iveÀe�cia� casos `e a«lica-
ción correcta de las sanciones disciplinarias de 
casos `e eÀÀoÀ° 
� eÝtÀe�a s��tesis] los casos 
de error pueden producirse en, por lo menos, 
tres escenarios76\ i® µÕe el �ec�o �o �aÞa si`o 
a`ecÕa`a�e�te i`e�tifica`o° 
llo «Õe`e «Ào-
`ÕciÀse o Lie� «oÀ `aÀ «ÀoLa`o Õ� �ec�o µÕe 
no ha superado el estándar de prueba aplica-
ble al caso77, o bien por dar por probada una 

75 Pino, 2021, 145. 
76 Sobre este punto ver Taruffo 1995, 277. 
77 «[L]os hechos determinados valorativamente no tienen 
s�lo Õ�a `i�e�si�� aÝiol�}ica\ e� la �e`i`a e� µÕe so� 
¼�ec�os½] tie�e� ta�Lij� Õ�a `i�e�si�� e�«�Àica° 
l ÛaloÀ 
de cambio de un activo puede ser ‘grande’ y un compor-
tamiento puede ser ‘normal’ sólo si el activo y el compor-

`escÀi«ci�� `e �ec�os valsaÆ ii® µÕe el �ec�o 
�o «Õe`a seÀ ÛaloÀa`o «oÀ el si}�ifica`o atÀi-
LÕi`o al co�ce«to ÛaloÀatiÛo ­µÕe`a vÕeÀa `e 
sÕ alca�ce®Æ Þ iii® µÕe el si}�ifica`o atÀiLÕi`o 
al co�ce«to ÛaloÀatiÛo �o se e�cÕe�tÀa �Õstifi-
cado (acto de arbitrariedad)78] esto es] µÕe se 
atÀiLÕÞa si}�ifica`o si� a`o«taÀ Õ�a aÀ}Õ�e�-
tación del criterio empleado. 

En este apartado vamos a presentar las 
`iveÀe�tes estÀate}ias e� las µÕe Õ� a«lica`oÀ 
`el `eÀec�o «Õe`e e�«leaÀ «aÀa �ÕstificaÀ la i�-
teÀ«Àetaci�� Àealiâa`a] es `eciÀ] la i`e�tificaci�� 
del contenido de un concepto valorativo79. No 
pretendemos hacer un estudio exhaustivo de 
todas las posibilidades. Solamente de las prin-
ci«ales Þ `e sÕs Àas}os caÀacteÀ�sticos°

a) Estrategia a favor de la neutralidad

A efectos de garantizar, en el mayor grado po-
siLle] la i`e�tificaci�� `e �oÀ�as «Àecisas] la 
concretización de la voluntad del legislador, el 
`ise�o `e Õ� �aÀco i�stitÕcio�al µÕe }aÀa�tice 
adecuadamente la separación de poderes y el 
Àes}ÕaÀ`aÀ la aÕto�o��a `e ca`a «eÀso�a] el 
aplicador del derecho puede optar por una es-
trategia a favor de la neutralidad. Ello supone 
lo siguiente:

En primer lugar, los aplicadores del de-
recho pueden emplear las convenciones in-
terpretativas vigentes en una determinada co-
munidad a efectos de determinar el contenido 
de los conceptos valorativos empleados80. Por 
convenciones interpretativas vigentes aludi-
�os a µÕe se atÀiLÕÞa si}�ifica`o a las «ala-
bras de manera conforme a una determinada 
Àeco�stÀÕcci�� `e los acÕeÀ`os µÕe se �a� 

ta�ie�to ¼eÝiste�½ e� el �Õ�`o `e los �ec�os e�«�Àicos° 
Por consiguiente, primero se deben determinar como 
�ec�os ¼Àeales½] Þ sÕ ÛeÀ`a` e�«�Àica se `eLe estaLleceÀ 
por medio de pruebas; luego pueden ser valorados y eva-
luados según el estándar axiológico apropiado». Taruffo 
2008, 19. Profundizaremos sobre cuáles son y cuáles de-
LeÀ�a� seÀ los est?�`aÀes `e «ÀÕeLa a«licaLles e� «Àoce`i-
mientos disciplinarios en futuras investigaciones.
78 -oLÀe este «Õ�to ÛeÀ ,�`e�as Óä£Î] ��°
79 
aLe i�sistiÀ µÕe ca`a estÀate}ia Àes«o�`e a Õ�a `e-
teÀ�i�a`a �a�eÀa `e e�te�`eÀ µÕj es el `eÀec�o Þ c��o 
i`e�tificaÀlo° 
� tal se�ti`o] so� alteÀ�atiÛas alta�e�te 
comprometidas con un determinado marco teórico (y, 
como veremos, en algunos supuestos ideológicos). En tal 
sentido, adoptar una determinada estrategia supone com-
prometerse con sus presupuestos.
Asimismo, caLe «ÀecisaÀ µÕe to`as estas alteÀ�atiÛas «a`e-
cen de problemas de ofrecer resultados contextuales. Ello, 
e� el se�ti`o `e µÕe el ÀesÕlta`o µÕe ovÀece� est? co�`i-
cionado por las condiciones socio culturales del lugar en 
el µÕe «o�e e� «À?ctica ca`a estÀate}ia Þ «oÀ el �o�e�to 
temporal. En tal sentido, un cambio de lugar o de momen-
to temporal puede suponer una variación del resultado.
80 Sobre este punto ver Juan Carlos Bayón 2002, 78-81.
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a`o«ta`o Àes«ecto a c��o e�te�`eÀla° As�] 
los conceptos valorativos son entendidos a 
evectos `e µÕe sea� i�sta�ciacio�es `e lo µÕe 
colectivamente se suele pensar de ellos. 

De esta manera, los conceptos valorati-
Ûos so� e�te�`i`os co�o �a�`atos a Àeye�aÀ] 
en los procesos de aplicación del derecho, los 
casos «aÀa`i}�?ticos µÕe la co�Õ�i`a` sÕele 
asumir respecto a dichos conceptos. Como se 
puede ver, esto no supone verlos como au-
torizaciones a actuar de manera discrecional, 
si�o µÕe oÀ`e�a� calificaÀ Õ� caso `e �a�eÀa 
conforme a cómo suele valorar la comunidad 
dicha conducta81.

En segundo lugar, bajo estos presupues-
tos la labor del aplicador del derecho, al mo-
mento de interpretar las disposiciones, supone 
realizar los siguientes pasos: i) indagar el con-
junto de valores imperantes en la comunidad 
`e ÀeveÀe�cia µÕe so� ÀeleÛa�tes «aÀa caÀacte-
rizar el caso materia de análisis; ii) determinar 
cómo dichos valores son entendidos, esto es, 
c��o se Àelacio�a� e�tÀe s� Þ `e µÕj �a�eÀa 
se concretiza la valoración mayoritaria; y iii) 
ha de formular un enunciado descriptivo de 
aµÕello µÕe satisvace los cÀiteÀios ÛaloÀatiÛos 
de la comunidad82 y emplearlo como antece-
`e�te `e la Àe}la µÕe e�«leaÀ? «aÀa calificaÀ 
el acto analizado. A modo de ejemplo, para 
`eteÀ�i�aÀ si Õ�a vÕ�cio�aÀia `e �e�`aÀ�eÀ�a 
infringió o no el deber de llevar una vida social 
acorde con la dignidad del cargo, con motivo 
de la mantención de una página de contenido 
eÀ�tico] �e�`aÀ�eÀ�a `eLeÀ? i® i�`a}aÀ el co�-
�Õ�to `e ÛaloÀes i�«eÀa�tes e� �e�`aÀ�eÀ�a 
µÕe so� ÀeleÛa�tes «aÀa caÀacteÀiâaÀ el caso 
materia de análisis como, por ejemplo, «digni-
dad del cargo», «prestigio institucional», etc.; 

81 Taruffo 1995, 278. Navarro 2007, 40 y ss.
82 En este sentido Alchourrón y Bulgyin: «en el caso de 
los predicados valorativos como “bueno”, “correcto”, 
ºeµÕitatiÛo»] etc° 
l Õso «Ài�aÀio `e tales tjÀ�i�os es «aÀa 
valorar, esto es, para formular juicios de valor. Los juicios 
`e ÛaloÀ] cÕalµÕieÀa µÕe sea sÕ �atÕÀaleâa] i�«lica� al}Õ�a 
clase de aprobación o desaprobación. Pero los términos 
valorativos también pueden ser usados descriptivamente 
e� e�Õ�cia`os µÕe �o eÝ«Àesa� ÛaloÀacio�es ­a«ÀoLaci�� 
o desaprobación), sino proposiciones fácticas, es decir, 
«Ào«osicio�es a los evectos `e µÕe la cosa e� cÕesti�� 
satisface las pautas o criterios valorativos de una cierta 
co�Õ�i`a` o }ÀÕ«o social ­o® �as «Ào«osicio�es `e este 
tipo son fácticas y no valorativas. Por ejemplo, diciendo 
µÕe este es Õ� LÕe� coc�e «Õe`o eÝ«ÀesaÀ Õ� �Õicio `e 
valor (uso primario de «bueno»), pero también es posible 
µÕe lo µÕe estoÞ �acie�`o �o es ÛaloÀaÀ el coc�e] si�o ta� 
solo `aÀ Õ�a i�voÀ�aci��] a saLeÀ] µÕe este coc�e satisva-
ce los criterios para ser considerado un buen coche, tales 
como ser confortable, económico, rápido, etc., sin com-
prometerme a compartir esos criterios (uso secundario de 
ºLÕe�o»�° Alc�oÕÀÀ�� Þ 	ÕlÞ}i� ÓäÓ£] Î{Ç�{n°

ii) determinar cómo dichas valoraciones son 
concretizadas por los funcionarios de Gendar-
�eÀ�aÆ Þ iii® voÀ�ÕlaÀ Õ� e�Õ�cia`o `escÀi«tiÛo 
`e aµÕello µÕe satisvace los cÀiteÀios ÛaloÀa-
tiÛos `e la �e�`aÀ�eÀ�a co�o] «oÀ e�e�«lo] 
«mantener una página de contenido erótico 
avecta el «Àesti}io `e �e�`aÀ�eÀ�a�° 

Como se puede ver, esto supone normas 
µÕe ÀestÀi�}e� el e�eÀcicio `e la co�«ete�cia 
para interpretar y aplicar sanciones discipli-
narias. Por un lado, el aplicador del derecho 
puede dedicarse a realizar actos de indagación. 
Como tal, debe llevar únicamente actos inter-
«ÀetatiÛos Þ `eLe �ÕstificaÀlos e� Õ� tÀaLa�o `e 
indagación sociológica. Por otro lado, supone 
una incompetencia para llevar a cabo actos de 
integración del derecho. De esta forma, es una 
estrategia de neutralidad, en tanto, se preten-
`e µÕe el a«lica`oÀ `el `eÀec�o �o i�coÀ«oÀe 
sus propios juicios morales o preferenciasnÎ.

La labor de indagación, como podrá ver-
se, no ha de ser entendida como un trabajo 
µÕe eÝi�a Ài}ÕÀosi`a` �i alta «Àecisi��° 
s Õ�a 
labor aproximativa respecto a cómo él cree 
µÕe se a«lica� los cÀiteÀios `e ÛaloÀaci�� �aÞo-
ritariamente compartidos por la comunidad84.


� teÀceÀ lÕ}aÀ] la �Õstificaci�� `e esta 
i�teÀ«Àetaci�� sÕ«o�e µÕe el a«lica`oÀ `el `e-
recho ha de poner en marcha una reconstruc-
ción de las valoraciones mayoritarias vigentes 

nÎ Otro camino a favor de la neutralidad al momento de 
i`e�tificaÀ Õ� tjÀ�i�o µÕe sÕele seÀ e�te�`i`o co�o Õ�o 
µÕe Ûe�icÕla Õ� co�ce«to ÛaloÀatiÛo es `eci`iÀ µÕe �o 
atÀiLÕiÀle `ic�o si}�ifica`o° -i Õ� vÀa}�e�to `e Õ�a `is-
posición normativa hace referencia o no a un concepto 
valorativo es, conforme a las premisas adoptas, una de-
cisi�� `el i�tjÀ«Àete° �l «Õe`e `eciÀ µÕe Õ�a eÝ«Àesi��] 
habitualmente entendida para hacer referencia a un con-
cepto valorativo, tenga un sentido no valorativo. Giorgio 
Pino ofrece un ejemplo claro de este punto. La expresión 
�`a�o i��Õsto� «Õe`e seÀ i�teÀ«Àeta`a `e �a�eÀa µÕe �o 
aluda a un concepto valorativo si es entendida como una 
remisión a «casos de daño conforme a lo previsto por nor-
mas de rango legal», es decir, como una remisión a otras 
fuentes del derecho. Pino 2021, 145. De igual forma, una 
�a�eÀa `e eÛitaÀ cÕalµÕieÀ ÛaloÀaci�� es i�teÀ«ÀetaÀ los 
tjÀ�i�os co�o Õ� Àee�Û�o a otÀa `isci«li�a o a Õ� co��Õ�-
to `e Àe}las tjc�icas° Al Àes«ecto ÛeÀ �aÀc�a A�a`o ÓäÓ£] 
{nÎ° 
� este aÀt�cÕlo �o «ÀovÕ�`iâaÀe�os soLÀe esta o«-
ci�� ta�to «oÀ sÕ«o�eÀ Õ� aLa�`o�o `el `esav�o ­voÀ�as 
de emplear valoraciones en la interpretación de sanciones 
disciplinarias) como por el alcance reducido de esta estra-
tegia (no todos los casos de términos valorativos parecen 
ser entendidos como casos de interpretación sistemática). 
84 6eÀ] «oÀ to`os] �iciotti £���] ÎÇn�Ç�° ,es«ecto a c��o 
i`e�tificaÀ estas ÛaloÀacio�es co�«aÀti`as] Ûjase la «Ào-
«Õesta `e cÀiteÀios «Ào«Õesta «oÀ �aÀc�a A�a`o «aÀa 
i`e�tificaÀ el �est?�`aÀ `e Àaâo�aLili`a`� e� �aÀc�a A�a-
do 2021, 494-95. 
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en una comunidad85° *aÀa ello se i`e�tifica� 
las instancias paradigmáticas de aplicación de 
tales valoraciones. De esta forma, los aplica-
dores del derecho siguen pautas preexistentes 
­�o ÀeµÕieÀe� cÀeaÀ �ÕeÛas®° 

A�oÀa Lie�] vÀe�te al esce�aÀio e� µÕe �o 
sea i`e�tificaLle Õ� caso claÀo `e a«licaci�� 
de valoración mayoritariamente compartida 
caben dos posibilidades. Por un lado, asumir 
µÕe esta estÀate}ia se �a a}ota`o Þ µÕe el 
aplicador del derecho tiene, necesariamente, 
µÕe e�«leaÀ sÕs «Ào«ias «ÀeveÀe�cias° 

Por otro lado, el aplicador del derecho 
puede recurrir a los criterios tácitos de correc-
ción86° 
� evecto] seÀ ca«aâ `e i`e�tificaÀ casos 
paradigmáticos implica tener dominio de la 
«À?ctica° -Õ«o�e aÀticÕlaÀ lo µÕe Þa se saLe 
Þ est? i�«l�cito° 
� este se�ti`o] «aÀa estos 
supuestos será necesario recurrir al trasfondo 
`e cÀiteÀios co�«aÀti`os° *aÀa i`e�tificaÀlos es 
«osiLle e�«leaÀ la �eto`olo}�a `el eµÕiliLÀio 
ÀeyeÝiÛo ÀaÜlsia�o\ i® el a«lica`oÀ `el `eÀec�o 
«aÀte `e los sÕ«Õestos µÕe so� casos «aÀa`i}-
�?ticos ­Àeales o �i«otjticos® e i`e�tifica e� 
ellos cÕ?les so� sÕs Àas}os caÀacteÀ�sticosÆ ii® 
con dichos rasgos formula una propuesta de 
criterios de aplicación; y iii) aplica los criterios 
sobre los casos sobre los casos paradigmáti-
cos] `e �a�eÀa µÕe iii°£® si los cÀiteÀios so� Öti-
les «aÀa i`e�tificaÀ los casos] e�to�ces la «Ào-
«Õesta Àeye�a los cÀiteÀios co�«aÀti`osÆ o iii°Ó® 
si los cÀiteÀios �o so� Ötiles «aÀa i`e�tificaÀ los 
casos, entonces la propuesta ha de ser descar-
tada (y se debe formular otra hipótesis)87. 


aLe «ÀecisaÀ µÕe esta estÀate}ia �o 
ofrece una labor enteramente neutral. En efec-
to] el a«lica`oÀ `el `eÀec�o] a «esaÀ µÕe lleÛe 
a caLo Õ�a laLoÀ i�`a}atoÀia] lo µÕe �aÀ? fi-
nalmente es formular una reconstrucción de la 
práctica valorativa vigente. Ello supone hacer 
una reformulación de dicha práctica, lo cual 
supone (necesariamente) actos de elección 
µÕe Àeye�a� «ÀeveÀe�cias° 

b) Estrategia a favor de las normas de moral 
crítica 

Una estrategia alternativa a la anterior es 
asÕ�iÀ µÕe el co�te�i`o `e los co�ce«tos 

85 *oÀ Àeco�stÀÕcci�� e�te�`e�os la laLoÀ `e i`e�tifi-
caci�� `e «Ài�ci«ios ÞÉo «ÀesÕ«Õestos µÕe caÀacteÀiâa� 
una determinada práctica valorativa y reformularlos (de 
manera caritativa) a efectos de expresarlos de manera más 
clara, precisa, consistente y coherente. Ver Celano 2019, 
£ÎÓ�Î{°
86 Para este punto seguiremos, en parte, las tesis del con-
vencionalismo profundo. Ver Bayón 2002, 78-81. 
87 Bayón 2002, 80. 

ÛaloÀatiÛos es i`e�tificaLle co�si`eÀa�`o Àele-
Ûa�te Õ� siste�a �oÀ�atiÛo eÝtÀa�ÕÀ�`ico° 
� 
términos de Taruffo, los términos valorativos 
son medios para la hetero-integración del 
`eÀec�o] esto es] �e`ios µÕe �aLilita� a los 
aplicadores del derecho a emplear parámetros 
normativos morales o axiológicos88. 

En otros términos, los aplicadores del 
derecho dotarán de contenido a los concep-
tos ÛaloÀatiÛos µÕe a«aÀece� e� el `eÀec�o 
`isci«li�aÀio ÀecÕÀÀie�`o a la �oÀal cÀ�tica° 
sto 
sÕ«o�e i`e�tificaÀ ­Þ �ÕstificaÀ® «Ài�ci«ios µÕe el 
i�tjÀ«Àete co�si`eÀa coÀÀectos] sea µÕe ellos 
se coÀÀes«o�`a� o �o co� lo µÕe la �aÞoÀ�a 
de personas entiende por moralmente correc-
to. El punto de partida, por tanto, no es averi-
}ÕaÀ �µÕj ÛaloÀa la �aÞoÀ�a�] si�o `eteÀ�i�aÀ 
�µÕj `eLeÀ�a ÛaloÀaÀse a la lÕâ `e Àaâo�es �o-
Àales sÕficie�te�e�te �Õstifica`as�° 


l «Àoce`i�ie�to eÝi}e «Ài�eÀo i`e�tifi-
caÀ Õ� �Öcleo `e «Ài�ci«ios] µÕe «Õe`e «Ào-
ceder de diversas éticas normativas o incluso 
de valores constitucionales sustantivos posi-
tivizados. Seguidamente, el intérprete debe 
�ÕstificaÀ «oÀ µÕj esos «Ài�ci«ios `eLe� seÀ 
co�cÀetiâa`os Þ Õsa`os e� la «À?ctica �ÕÀ�`ica° 
La corrección no se deriva de la adopción ma-
ÞoÀitaÀia µÕe estos «Õe`a� }oâaÀ] si�o `e vÕeÀ-
âa `e los aÀ}Õ�e�tos µÕe se ovÀeâca�° 

1�a Ûeâ seleccio�a`os Þ �Õstifica`os los 
principios, se procede a aplicarlos al caso con-
cÀeto �e`ia�te Õ�a «o�`eÀaci�� µÕe Ûi�cÕle 
los hechos relevantes con las exigencias mora-
les invocadas. Este paso debe ir acompañado 
de un control de coherencia con el resto del or-
denamiento: la decisión no puede contradecir 
normas de rango superior y ha de ser suscepti-
ble de revisión racional por otras instancias.

2. Marcos institucionales

¿Cuál de las estrategias vistas en el punto 
anterior ofrece mayor calculabilidad del dere-
cho?89 Al Àes«ecto] co�si`eÀa�os µÕe la estÀa-
tegia de la neutralidad por dos razones. Por 
Õ� la`o] la i`e�tificaci�� `el cÀiteÀio `e ÛaloÀa-

88 Taruffo 1995, 268. 
89 
aLe «ÀecisaÀ µÕe Õ�a `e las `iscÕsio�es sÕLÞace�tes 
a la adopción de una estrategia de neutralidad o una a 
favor de las normas morales radica en cómo entender 
las ÛaloÀacio�es �oÀales] es `eciÀ] µÕj «ostÕÀa �etajtica 
se a`o«ta° 
� evecto] µÕie�es se co�«Ào�ete� co� la 
estÀate}ia �eÕtÀal sÕele� asÕ�iÀ µÕe los �Õicios �oÀales 
�o «Õe`e� seÀ oL�etiÛos] si�o µÕe Àeye�a� eÝ«Àesio�es 
e�ocio�ales o `iscÕÀsos «ÀescÀi«tiÛos soLÀe c��o `eLeÀ�a 
seÀ el �Õ�`o° 
� ca�Lio] µÕie�es se co�«Ào�ete� co� la 
otra estrategia, suelen adoptar un tipo de discurso a favor 
de la objetividad de los juicios morales. Sobre este punto 
no profundizaremos. Sobre este tema ver Moreso, 2001.
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ción a emplear no depende exclusivamente de 
los juicios individuales del aplicador del dere-
c�o] si�o µÕe se a�cla ­al �e�os i`eal�e�te® 
en una práctica interpretativa compartida por 
la co�Õ�i`a` �ÕÀ�`ica° Al Àeco�stÀÕiÀ las ÛaloÀa-
ciones mayoritarias, el aplicador busca anclar 
su decisión en patrones de reconocimiento 
i�teÀsÕL�etiÛo] lo µÕe Àe`Õce el es«acio «aÀa 
valoraciones idiosincráticas y, con ello, aumen-
ta la previsibilidad de las decisiones. De esta 
manera, se limita el margen de discrecionali-
dad y se favorece un entorno normativo don-
de las personas pueden anticipar, con mayor 
probabilidad de éxito, cómo serán valoradas 
sus conductas. 


� se}Õ�`o lÕ}aÀ] «oÀµÕe esta estÀate}ia 
eÝi}e `el a«lica`oÀ `el `eÀec�o Õ�a �Õstifica-
ci�� eÝ«l�cita `el «Àoceso �e`ia�te el cÕal se 
aÀÀiLa a Õ� `eteÀ�i�a`o si}�ifica`o° �a a«ela-
ción a criterios compartidos obliga a transpa-
rentar los fundamentos de la interpretación, 
lo µÕe «eÀ�ite sÕ ÀeÛisi�� «ÖLlica Þ] eÛe�tÕal-
�e�te] sÕ co�tÀol i�stitÕcio�al° 
ste ÀeµÕisito 
de transparencia interpretativa actúa como 
mecanismo de autocontención y promueve 
la co�eÀe�cia i�teÀ�a `el siste�a �ÕÀ�`ico] al 
�aceÀ ÛisiLle el Àaâo�a�ie�to µÕe co�ecta `is-
posiciones normativas con normas aplicables.

Ahora bien, si el aplicador del derecho 
desea emplear una de las dos estrategias vis-
tas, ello se puede llevar a cabo en dos tipos 
de marcos institucionales. Por un lado, en un 
�aÀco i�stitÕcio�al µÕe otoÀ}a ÀeleÛa�cia �oÀ-
mativa a las decisiones pasadas, es decir, pre-
Ûj ­`e �a�eÀa eÝ«l�cita o i�«l�cita® Õ� siste�a 
de precedentes. 

Contar con un sistema de precedentes 
sÕ«o�e µÕe las `ecisio�es i�stitÕcio�ales a�te-
riores (tanto del propio órgano administrativo 
µÕe `eLe ÀesolÛeÀ Õ� caso actÕal co�o `e 
Õ� sÕ«eÀioÀ �eÀ?ÀµÕico® `eteÀ�i�a� la Ûali`eâ 
de las decisiones institucionales actuales y 
futuras90. Tener un sistema de precedentes 
supone haber adoptado un conjunto de reglas 
µÕe Àe}Õla� la ÀeleÛa�cia �oÀ�atiÛa `e cieÀtas 
decisiones pasadas para la resolución de casos 
vÕtÕÀos° 
stas Àe}las `efi�e�] al �e�os] tÀes 
ele�e�tos\ i® µÕj `ecisio�es «asa`as cÕe�ta� 
como normativamente relevantes (es decir, 
µÕj `ecisio�es so� «Àece`e�tes®Æ ii® µÕj «aÀ-
tes de esas decisiones tienen fuerza normativa 
­i`e�tificaci�� `e la ratio decidendi®Æ Þ iii® µÕj 
co�secÕe�cias �ÕÀ�`icas se `eÀiÛa� `el se}Õi-
miento o apartamiento de dichas decisiones. 
En tal sentido, un sistema de precedentes no 

90  Ö�eâ 6aµÕeÀo ÓäÓÓ] Î��°

eµÕiÛale a la si�«le «À?ctica `e citaÀ se�te�-
cias anteriores, sino a una estructura institucio-
�al µÕe asi}�a vÕ�cio�es �oÀ�atiÛas a cieÀtos 
actos de adjudicación pasados.

La implementación de un sistema de pre-
cedentes permite aumentar la estabilidad y 
co�eÀe�cia `el siste�a �ÕÀ�`ico° Al eÝi}iÀ µÕe 
los a«lica`oÀes `el `eÀec�o �ÕstifiµÕe� sÕs 
decisiones en función de criterios previamente 
adoptados por otros órganos, se limita el mar-
}e� `e `iscÀecio�ali`a` e� la calificaci�� �ÕÀ�-
`ica `e los �ec�os° 
sto co�tÀiLÕÞe a µÕe los 
destinatarios del derecho puedan desarrollar 
expectativas normativas más claras y consis-
tentes, lo cual es esencial en contextos insti-
tÕcio�ales µÕe as«iÀa� a la se}ÕÀi`a` �ÕÀ�`ica° 
La fuerza de los precedentes radica, en este 
sentido, en su capacidad para funcionar como 
puntos de referencia vinculantes o altamente 
«eÀsÕasiÛos e� la `eliLeÀaci�� �ÕÀ�`ica91.

Por último, la existencia de un sistema 
de precedentes es también una manifestación 
del principio de igualdad ante la ley. Si casos 
similares deben recibir un tratamiento similar, 
entonces las decisiones anteriores, cuando 
han resuelto situaciones análogas, imponen 
Õ�a caÀ}a aÀ}Õ�e�tatiÛa a`icio�al a µÕie�es 
resuelven los casos actuales. Esta exigencia no 
i�«i`e el ca�Lio `e «aÀeceÀ] «eÀo s� oLli}a a 
µÕe `ic�os ca�Lios ­co�o el overruling o el 
distinguishing® se �ÕstifiµÕe� `e voÀ�a eÝ«Àe-
sa, controlable y razonada. 

Como se puede ver, operar dentro de un 
�aÀco i�stitÕcio�al e� el µÕe se «ÀeÛj Õ� siste-
ma de precedentes favorece la calculabilidad 
del derecho, en tanto, el estudio de las deci-
siones pasadas es útil para determinar cómo, 
probablemente, decidirán los aplicadores del 
derecho.

Por otro lado, el aplicador del derecho 
puede emplear una de las dos estrategias 
vistas para atribuir contenido a los conceptos 
ÛaloÀatiÛos e� Õ� �aÀco i�stitÕcio�al µÕe �o 
otorga relevancia normativa a las decisiones 
pasadas. En este contexto, el aplicador del 
`eÀec�o µÕe`a �aLilita`o «aÀa ele}iÀ e�tÀe 
las distintas estrategias interpretativas sin es-

91 Desde una perspectiva funcional, un sistema de prece-
`e�tes ta�Lij� tie�e la ÛiÀtÕ` `e «Ào�oÛeÀ la eco�o��a 
decisional. Esto es, reduce la necesidad de reconstruir 
��te}Àa�e�te la solÕci�� `e Õ� «ÀoLle�a �oÀ�atiÛo ca`a 
Ûeâ µÕe este se «Àese�ta] «eÀ�itie�`o µÕe las `ecisio�es 
«asa`as actÖe� co�o ata�os �ÕstificatiÛos Àacio�al�e�te 
aceptables. Esto libera recursos institucionales, homo-
geneiza los criterios de resolución en el tiempo y entre 
distintas instancias, y permite centrar los esfuerzos argu-
�e�tatiÛos e� casos `iv�ciles°
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tar obligado a fundamentar su preferencia en 
criterios compartidos ni en el seguimiento o 
apartamiento de decisiones previas. 

Ahora bien, operar en un marco insti-
tÕcio�al si� «Àece`e�tes i�«lica µÕe ca`a 
decisión se resuelve de modo autónomo, sin 
µÕe eÝista� Àe}las eÝ«l�citas soLÀe\ i® µÕj Àeso-
lÕcio�es a�teÀioÀes «o`À�a� co�si`eÀaÀse Àele-
vantes; ii) cuál es su ratio decidendiÆ Þ iii® µÕj 
co�secÕe�cias �ÕÀ�`icas acaÀÀea la a`o«ci�� o 
el rechazo de tales decisiones. En tal contexto, 
la simple referencia a sentencias pasadas no 
a`µÕieÀe vÕeÀâa �oÀ�atiÛa] «Ões �o eÝiste Õ�a 
estÀÕctÕÀa i�stitÕcio�al µÕe les `ote `e Àele-
vancia normativa. 

La ausencia de un sistema de preceden-
tes aumenta el margen de discrecionalidad 
`el a«lica`oÀ Þ] co� ello] la yeÝiLili`a` «aÀa 
adaptar la solución al caso concreto. Sin em-
LaÀ}o] esta yeÝiLili`a` se lo}Àa a costa `e la 
estaLili`a` Þ co�eÀe�cia `el siste�a �ÕÀ�`ico\ 
al no exigirse justificación en términos de 
continuidad o apartamiento de decisiones pre-
vias, cada pronunciamiento puede derivar en 
i�teÀ«Àetacio�es `iÛeÀ}e�tes] lo µÕe eÀosio�a 
la capacidad de los destinatarios del derecho 
«aÀa «ÀeÛeÀ co� fiaLili`a` los ÀesÕlta`os `e 
sus actuaciones. 

Por último, la falta de vinculación con 
decisiones anteriores compromete el principio 
`e i}Õal`a` a�te la leÞ° -i Lie� �o i�«i`e µÕe 
casos similares reciban un trato similar, al no 
eÝistiÀ Õ� ÀeµÕisito `e co�}ÀÕe�cia aÀ}Õ�e�ta-
tiva respecto de resoluciones pasadas, no hay 
Õ�a caÀ}a a`icio�al µÕe oLli}Õe a eÝ«licaÀ las 
diferencias. 

III. Modelos de control del ejercicio del 
poder disciplinario

Como hemos visto, para responder a la pre-
gunta sobre la mejor manera de ejercer las 
competencias en materia disciplinaria es 
útil contar con una descripción precisa de la 
«À?ctica° 
o� ese fi�] «Ào«o�e�os voÀ�ÕlaÀ 
�o`elos µÕe «eÀ�ita� e�te�`eÀ c��o se `i-
señan los mecanismos de control del derecho 
disciplinario. Estos modelos son referenciales 
y graduales. Referenciales, en tanto, intentan 
ovÀeceÀ Õ� sÕ«Õesto claÀo `e voÀ�a e� µÕe se 
controla la práctica del derecho disciplinario, 
si� µÕe ello sÕ«o�}a µÕe ca`a Õ�o `e ellos 
sea representativo (necesariamente) de algún 
caso vigente. Son graduales, en tanto ellos no 
pretenden mostrar distinciones exhaustivas y 
excluyentes, sino casos claros del grado de ve-
Àificaci�� `e Õ�a o �?s «Ào«ie`a`es°

En primer lugar, el tipo de control puede 
seÀ `e ti«o voÀ�al] si se li�ita a ÛeÀificaÀ el 
cumplimiento de las reglas procedimentales, 
o de tipo sustantivo, si realiza un análisis del 
co�te�i`o `el Àaâo�a�ie�to µÕe �Õstifica la i�-
posición de una sanción disciplinaria. 

En segundo lugar, el control sustantivo 
puede concentrarse únicamente en la estrate-
gia interpretativa empleada (ya sea la neutrali-
dad o a favor del uso de normas morales), úni-
camente en el seguimiento de precedentes, o 
en la evaluación conjunta de ambos aspectos.

 Por último, estos modelos resultan útiles 
para describir tanto el control administrativo, 
ejercido por órganos internos de la misma en-
tidad disciplinaria, el control administrativo ex-
terno, y el control judicial, llevado a cabo por 
tribunales encargados de revisar la actuación 
a`�i�istÀatiÛa° 
aLe i�sistiÀ e� µÕe estos �o-
delos sólo buscan reconstruir los mecanismos 
de control sobre las decisiones interpretativas 
`e las `is«osicio�es �oÀ�atiÛas µÕe cÕl�i�a� 
en una sanción disciplinaria, sin pretender re-
«Àese�taÀ �?s µÕe ello°

La combinación de estos tipos de con-
trol supone diferentes grados de calculabili-
dad del derecho. Veamos este asunto. Para 
ello] a �o`o ilÕstÀatiÛo] asÕ�iÀe�os µÕe Õ�a 
vÕ�cio�aÀia `e �e�`aÀ�eÀ�a vÕe sa�cio�a`a 
por infringir al deber de llevar una vida social 
acorde con la dignidad del cargo. Lo anterior, 
con motivo de la venta de contenido erótico 
en una plataforma para adultos. Asimismo, 
asÕ�iÀe�os µÕe la vÕ�cio�aÀia «Àese�t� Õ�a 
reclamación administrativa o judicial en con-
tra de dicha decisión92. Luego, imaginaremos 
µÕe esa vÕ�cio�aÀia ÀecÕÀÀi� a`�i�istÀatiÛa 
o judicialmente en contra de dicha sanción. 
�i�al�e�te] co�si`eÀaÀe�os µÕe el «Ài�ci«al 
argumento de la reclamación dice relación con 
µÕe la co�`Õcta `e la vÕ�cio�aÀia �o i�vÀi�}i� 
el deber de observar una vida social acorde 
co� la `i}�i`a` `el caÀ}o] Þa µÕe �o se avect� 
el prestigio de la institución.

a) Modelo que ofrece un bajo grado 
de calculabilidad. Modelo 1: control 
enteramente formal 


l «Ài�eÀ �o`elo `e co�tÀol es aµÕel µÕe 
ofrece un bajo grado de probabilidades de 
ofrecer calculabilidad. Ello, pues los actos de 
co�tÀol �o ovÀece� }aÀa�t�as i�stitÕcio�ales 
respecto a la forma y contenido de las razones 

92 No es pertinente para este ejercicio referirse a un me-
ca�is�o `e i�«Õ}�aci�� es«ec�fico° 
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usadas para interpretar los conceptos valorati-
Ûos �i «aÀa ÛeÀificaÀ el se}Õi�ie�to `e `ecisio-
�es «ÀeÛias° 
llo sÕ«o�e µÕe el vÕ�cio�aÀio �o 
«o`À? «ÀeÛeÀ la voÀ�a e� µÕe el a«lica`oÀ `el 
derecho sancionatorio podrá actuar, en tanto, 
las i�sta�cias µÕe le co�tÀola� �o le eÝi}iÀ?� 
�?s µÕe el se}Õi�ie�to `e «asos «Àoce`i�e�-
tales ­lo µÕe sÕ«o�e µÕe el co�te�i`o `e la 
decisión puede variar caso a caso).

En este modelo, la instancia encargada 
de controlar el ejercicio de la competencia 
disciplinaria (ya sea en sede administrativa 
o �Õ`icial® se li�ita a ÛeÀificaÀ si la `ecisi�� 
sancionadora ha cumplido con las exigencias 
procedimentales previstas por el ordenamien-
to �ÕÀ�`ico° 
llo i�«lica Õ�a ÀeÛisi�� ce�tÀa`a 
exclusivamente en aspectos formales, sin en-
trar a evaluar el contenido de la interpretación 
�oÀ�atiÛa Àealiâa`a «oÀ el �À}a�o µÕe i�«Õso 
la sa�ci�� �i la Àaâo�aLili`a` `e la calificaci�� 
de los hechos como infracción a un deber fun-
cionario.

El control enteramente formal supone, 
e� co�secÕe�cia] µÕe el cÀiteÀio `e Ûali`eâ `e 
la decisión disciplinaria se reduce al respeto 
`e }aÀa�t�as «Àoce`i�e�tales tales co�o\ i® la 
co�«ete�cia `el �À}a�o µÕe i�«o�e la sa�-
ción; ii) el respeto de los plazos legales; iii) la 
tramitación de un procedimiento contradicto-
rio; iv) la existencia de una motivación formal 
del acto; y v) la posibilidad de impugnación. 

� este �aÀco] �o se eÝi}e µÕe el co�te�i`o 
`e la �otiÛaci�� sea Àaâo�aLle] sÕficie�te o 
co�eÀe�te] si�o Ö�ica�e�te µÕe eÝista Õ� acto 
voÀ�al�e�te �otiÛa`o] cÕalµÕieÀa sea sÕ co�-
tenido sustantivo.

Siguiendo el ejemplo planteado al ini-
cio `e este a«aÀta`o] se tie�e µÕe] La�o este 
modelo, el órgano de control no analizará el 
principal argumento de la funcionaria, referido 
a la eÀÀ��ea calificaci�� �ÕÀ�`ica `e sÕ co�«oÀ-
tamiento. En su defecto, el órgano de control 
solo ÀeÛisaÀ? µÕe] e� el acto a`�i�istÀatiÛo] 
formalmente, se haya expresado una razón 
Àes«ecto `e esa calificaci��° 

b) Modelos que ofrecen un moderado grado 
de calculabilidad

El segundo conjunto de modelos de control es 
`e aµÕellos µÕe ovÀece� Õ� �o`eÀa`o }Àa`o 
de probabilidades de ofrecer calculabilidad. 
Ello, pues los actos de control ofrecen garan-
t�as i�stitÕcio�ales Àes«ecto a la voÀ�a Þ co�te-
nido de las razones usadas para interpretar los 
co�ce«tos ÛaloÀatiÛos o «aÀa ÛeÀificaÀ el se}Õi-
miento de decisiones previas. En este mismo 

sentido, ofrecerá un mayor grado de calcula-
Lili`a` si ÛeÀifica a�Los as«ectos° 
� evecto] 
bajo este conjunto de modelos, el funcionario 
tiene acceso a información relevante para pre-
ÛeÀ la voÀ�a e� µÕe actÕaÀ? el a«lica`oÀ `el 
derecho sancionatorio. Las versiones de estos 
�o`elos µÕe �a}a� co�tÀol `e la estÀate}ia 
interpretativa llevan a cabo un control de si se 
empleó o no una estrategia a favor de normas 
�oÀales° 
� esta cate}oÀ�a se «Àese�ta� los 
si}Õie�tes �o`elos ­�o`elo Ó] �o`elo Î Þ 
modelo 4): 

�o`elo Ó\ co�tÀol voÀ�al q sÕsta�tiÛo `e ti«o 
institucional

Este modelo reconstruye un escenario en 
el µÕe las i�sta�cias `e co�tÀol `e la «otesta` 
disciplinaria no se limitan exclusivamente a 
ÛeÀificaÀ el cÕ�«li�ie�to `e los as«ectos «Ào-
ce`i�e�tales] si�o µÕe ta�Lij� i�coÀ«oÀa� Õ� 
análisis sustantivo basado en el seguimiento 
de precedentes. 

Desde el punto de vista sustantivo, el ór-
gano revisor (administrativo o judicial) evalúa 
si la decisión sancionadora guarda coherencia 
co� `ecisio�es «ÀeÛias µÕe el «Ào«io siste�a 
�ÕÀ�`ico co�si`eÀa �oÀ�atiÛa�e�te ÀeleÛa�tes° 

llo i�«lica µÕe la i�sta�cia `e co�tÀol asÕ�e 
µÕe eÝiste Õ� siste�a `e «Àece`e�tes ­eÝ«l�-
cito o i�«l�cito® µÕe `ota `e vÕeÀâa �oÀ�atiÛa 
a `eteÀ�i�a`as `ecisio�es a�teÀioÀes] Þ µÕe 
i�«o�e Õ�a caÀ}a aÀ}Õ�e�tatiÛa a µÕie�es 
se apartan de ellas. La validez de la decisión 
disciplinaria, en consecuencia, no depende 
únicamente de su corrección formal, sino tam-
bién de su consistencia con criterios ya esta-
blecidos.

Siguiendo nuestro ejemplo, bajo este 
�o`elo] el �À}a�o `e co�tÀol s� a�aliâaÀ? el 
principal argumento de la funcionaria refe-
Ài`o a la eÀÀ��ea calificaci�� �ÕÀ�`ica `e sÕ 
comportamiento. Para ello, determinará si el 
co�«oÀta�ie�to i�«Õta`o �a si`o califica`o 
previamente como una infracción al deber 
de observar una vida social a la dignidad del 
caÀ}o° As�] sÕ«o�}a�os µÕe el co�tÀola`oÀ 
e�co�tÀ� Õ� `icta�e� µÕe estaLlece µÕe sa�-
cionó a un gendarme por exhibir uniformes 
institucionales en redes sociales con fines 
lÕcÀatiÛos ­ÓäÓ£®] Þ otÀo µÕe aLsolÛi� a Õ�a 
vÕ�cio�aÀia µÕe «os� «aÀa «ÕLlici`a` `e«oÀ-
tiva fuera de servicio (2019). Tras comparar, 
co�clÕÞe µÕe la A`�i�istÀaci�� �o eÝ«lic� 
«oÀ µÕj el caso actÕal se a«aÀta `e la l��ea `e 
2019; exige, pues, nueva motivación o revoca 
la sanción.
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�o`elo Î\ co�tÀol voÀ�al q sÕsta�tiÛo `e ti«o 
interpretativo axiológico 

Bajo este modelo se reconstruyen las ins-
ta�cias e� las µÕe el co�tÀol soLÀe la i�«osi-
ción de sanciones disciplinarias combina la re-
visión de aspectos procedimentales junto con 
la ÛeÀificaci�� `e si los co�ce«tos ÛaloÀatiÛos 
fueron interpretados conforme a una versión 
de la estrategia a favor de normas morales. 

s `eciÀ] el �À}a�o `e co�tÀol ÛeÀifica �o solo 
µÕe el acto sa�cio�a`oÀ cÕ�«la co� las Àe}las 
«Àoce`i�e�tales] si�o ta�Lij� µÕe la i�teÀ«Àe-
tación normativa efectuada por el órgano san-
cio�a`oÀ se e�cÕe�tÀe `eLi`a�e�te �Õstifica`a 
e� tjÀ�i�os `e «Ài�ci«ios o ÛaloÀes �ÕÀ�`icos 
sustantivos.


ste �o`elo «ÀesÕ«o�e µÕe el Õso `e 
conceptos valorativos por parte de la Adminis-
tÀaci�� ÀeµÕieÀe Õ�a �Õstificaci�� Àacio�al° As�] 
se es«eÀa µÕe el a«lica`oÀ `el `eÀec�o eÝ«lici-
te los vÕ�`a�e�tos aÝiol�}icos µÕe sÕste�ta� 
sÕ `ecisi��] Þ µÕe `ic�a eÝ«licitaci�� sea co�-
prensible, argumentativamente controlable y 
compatible con los principios. 

En este modelo, el órgano de control 
también analizará si la conducta de la funcio-
naria infringió o no el deber del llevar una vida 
social acorde con la dignidad del cargo. Sin 
e�LaÀ}o] «aÀa ello] eÝa�i�aÀ? la voÀ�a e� µÕe 
se �Õstific� la i�teÀ«Àetaci�� `e ÛaloÀes co�o 
el “prestigio institucional” y si dicha interpre-
tación es compatible con la valoración propia 
del organismo de control. 

�o`elo {\ co�tÀol voÀ�al q sÕsta�tiÛo `e ti«o 
institucional y de tipo interpretativo axiológico

Este modelo reconstruye las formas de 
e�eÀceÀ co�tÀol µÕe co�Li�a� la ÀeÛisi�� `e 
aspectos procedimentales, una evaluación 
sÕsta�tiÛa µÕe eÝi}e la �Õstificaci�� aÝiol�}ica 
de la interpretación de conceptos valorativos 
y el adecuado seguimiento de decisiones pa-
sa`as `ota`as `e ÀeleÛa�cia �oÀ�atiÛa° AµÕ�] 
el control sustantivo se ejerce en dos planos 
co�«le�e�taÀios\ «oÀ Õ� la`o] se eÝi}e µÕe 
la interpretación de los conceptos valorativos 
responda a una argumentación fundada en 
ÛaloÀes �ÕÀ�`icos o «Ài�ci«ios ÀeleÛa�tesÆ «oÀ 
otÀo] se ÛeÀifica si la `ecisi�� es co�siste�te 
con los criterios establecidos en precedentes 
vinculantes.

Bajo este modelo, el órgano de control 
analizará si la conducta de la funcionaria in-
fringió o no el deber del llevar una vida social 
acorde con la dignidad del cargo. Para ello, 
examinará los precedentes sobre la materia. 

A`e�?s] a�aliâaÀ? la voÀ�a e� µÕe] e� el caso 
co�cÀeto] se �Õstific� la i�teÀ«Àetaci�� `e Ûalo-
res como el “prestigio institucional” y si dicha 
interpretación es compatible con la valoración 
propia del organismo de control. 

a® �o`elos µÕe ovÀece� Õ� �aÞoÀ }Àa`o 
de calculabilidad

En el tercer conjunto de modelos reúne 
los casos de control orientados a aumentar, en 
el mayor grado posible, la calculabilidad del 
derecho disciplinario, es decir, la posibilidad 
`e µÕe Õ� vÕ�cio�aÀio «Õe`a voÀ�ÕlaÀ «Àe-
dicciones con alto grado de probabilidad de 
éxito si una conducta será sancionada y cuáles 
serán los criterios empleados para ello. Estos 
modelos combinan, por diseño, los siguientes 
elementos: el respeto estricto de los aspectos 
procedimentales; una interpretación de los 
conceptos valorativos guiada por la estrategia 
`e la �eÕtÀali`a`] µÕe Àeco�stÀÕÞe los cÀiteÀios 
mayoritariamente compartidos en la comuni-
`a` �ÕÀ�`icaÆ Þ la sÕ�eci�� a «Àece`e�tes �oÀ-
�atiÛa�e�te ÀeleÛa�tes µÕe siÀÛe� `e «aÀ?�e-
tÀo oL�etiÛo `e co�«aÀaci��° 
� esta cate}oÀ�a 
encontramos dos modelos: (modelos 5 y 6):

�o`elo x\ co�tÀol voÀ�al q sÕsta�tiÛo `e ti«o 
interpretativo neutral

Este modelo reconstruye las formas de 
e�eÀceÀ co�tÀol e� las µÕe se eÝi}e] a`e�?s 
del cumplimiento de los aspectos procedi-
�e�tales «Àoce`i�ie�to] µÕe la aÕtoÀi`a` 
disciplinaria deba apoyarse en las convencio-
�es co�«aÀti`as «aÀa atÀiLÕiÀ el si}�ifica`o 
a co�ce«tos ÛaloÀatiÛos° 
llo i�«o�e µÕe la 
�otiÛaci�� sea Àacio�al�e�te ÛeÀificaLle] aLo-
cada a prácticas compartidas y se distancie de 
preferencias morales. De esta manera, es un 
�o`elo µÕe «Àete�`e la i�«le�e�taci�� `e 
un patrón de aplicación estable: los funciona-
rios pueden autoevaluar su comportamiento 
contrastándolo con esos estándares neutrales.

En este modelo, el órgano de control 
analizará si la conducta de la funcionaria in-
fringió o no el deber del llevar una vida social 
acorde con la dignidad del cargo. Para ello, 
eÝa�i�aÀ? la voÀ�a e� µÕe] e� el caso co�-
cÀeto] se �Õstific� la i�teÀ«Àetaci�� `e ÛaloÀes 
como el “prestigio institucional” y si dicha 
interpretación es compatible con la valoración 
�aÞoÀitaÀia `e la co�Õ�i`a`° As�] «oÀ e�e�«lo] 
aÕtoÀi`a` ÀeÛisoÀa eÝi}iÀ? µÕe la A`�i�istÀa-
ci�� eÛi`e�cie µÕe] se}Ö� el Õso li�}Ø�stico Þ 
las prácticas sociales compartidas dentro de 
�e�`aÀ�eÀ�a] la co�eÀcialiâaci�� `e i�?}e�es 
sexuales se percibe mayoritariamente como 
incompatible con la autoridad penitenciaria. 
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6eÀifica`a esa co�ÛeÀ}e�cia social Þ co�«Ào-
bada la corrección procedimental, la instancia 
`e co�tÀol co�fiÀ�a la sa�ci��°

�o`elo È\ co�tÀol voÀ�al q sÕsta�tiÛo `e ti«o 
interpretativo neutral y de tipo institucional

Este modelo reconstruye los supuestos 
`e co�tÀol µÕe i�coÀ«oÀa to`as las eÝi}e�cias 
del anterior, pero añade la obligación de se-
}ÕiÀ «Àece`e�tes] o `e �ÕstificaÀ eÝ«Àesa�e�te 
el apartamiento de los precedentes relevan-
tes° As�] el �À}a�o ÀeÛisoÀ a«lica Àe}las claÀas 
soLÀe µÕj `ecisio�es «asa`as cÕe�ta� co�o 
precedentes, cuál es su ratio decidendi Þ µÕj 
cargas argumentativas deben satisfacerse para 
apartarse de ellas. 

El funcionario, frente a este marco, puede 
i`e�tificaÀ] co� �aÞoÀ «ÀeÛisiLili`a`] la vÀo�teÀa 
e�tÀe lo l�cito Þ lo il�cito] «Ões cÕalµÕieÀ i��o-
vación interpretativa debe ir acompañada de 
Õ�a vÕ�`a�e�taci�� sÕficie�te Þ «ÖLlica�e�te 
escrutable.

En este modelo, el órgano de control 
analizará, además de lo indicado en el modelo 
anterior, si la decisión de imposición de san-
ción disciplinaria es conforme o no a los pre-
cedentes relevantes en la materia. 

En este modelo, el órgano de control 
analizará si la conducta de la funcionaria in-
fringió o no el deber del llevar una vida social 
acorde con la dignidad del cargo. Para ello, 
eÝa�i�aÀ? la voÀ�a e� µÕe] e� el caso co�-
cÀeto] se �Õstific� la i�teÀ«Àetaci�� `e ÛaloÀes 
como el «prestigio institucional» y si dicha 
interpretación es compatible con la valoración 
mayoritaria de la comunidad. Además, se ana-
lizará si el aplicador siguió los procedentes 
soLÀe la �ateÀia o �Õstific� sÕ eÝclÕsi��° 

IV. Posibles usos de los modelos

�os �o`elos aµÕ� «Ào«Õestos cÕ�«le� Õ�a 
doble función epistémica y práctica. La prime-
Àa alÕ`e a µÕe estos �o`elos so� Ötiles «aÀa 
poder formular discursos descriptivos sobre 
cómo es la práctica de control administrativo y 
judicial sobre la potestad disciplinaria. 

Esta descripción puede operar, por lo me-
nos, de dos maneras. Por un lado, para enten-
`eÀ cÕ?les so� las «Ài�ci«ales caÀacteÀ�sticas `e 
la instancia de control tomando como punto de 
referencia si la práctica ofrece o no condiciones 
i�stitÕcio�ales µÕe «Ào�ÕeÛe� la calcÕlaLili`a` 
del ejercicio de la potestad disciplinaria. 

Por otro lado, para realizar juicios compa-
rativos de las diferentes instancias de control, 

esto es, de la administrativa y judicial. En efec-
to, cuando ambos controles operan dentro del 
mismo modelo de baja calculabilidad, esto 
�ÕestÀa µÕe la «À?ctica es i�«Àe`eciLle\ los 
órganos de control se limitan a comprobar 
ÀeµÕisitos voÀ�ales Þ `e�a� Õ� alto �aÀ}e� 
para la discrecionalidad de los aplicadores del 
derecho. El resultado es una dinámica en la 
µÕe el vÕ�cio�aÀio `is«o�e `e escasas ÀecÕÀsos 
informativos para anticipar las consecuencias 
`e sÕ co�`Õcta Þ] «oÀ ta�to] sÕ aÕto�o��a `e-
cisio�al µÕe`a vÕeÀte�e�te co�«Ào�eti`a «oÀ 
la incertidumbre. A la inversa, si las instancias 
administrativa y judicial convergen en un mo-
`elo `e alta calcÕlaLili`a` la «À?ctica Àeye�a 
un entorno de previsibilidad. En ese escenario, 
el vÕ�cio�aÀio «Õe`e «la�ificaÀ sÕ co�`Õcta 
co� eleÛa`os �iÛeles `e se}ÕÀi`a` «oÀµÕe 
conoce ex ante los estándares interpretativos 
µÕe }ÕiaÀ?� to`a la ca`e�a `ecisoÀia°

/a�Lij� seÀ? «osiLle µÕe los co�tÀoles 
administrativo y judicial no coincidan. La dis-
«aÀi`a` «o�e `e �a�ifiesto vÀiccio�es i�stitÕ-
cionales: emplear un modelo de alta calcula-
Lili`a` e� la vase a`�i�istÀatiÛa «ieÀ`e eficacia 
si en la instancia judicial se emplea un modelo 
de bala calculabilidad. 

De esta manera, tanto funcionarios, inves-
tigadores, agentes de control, entre otros, dis-
«o�e as� `e Õ� �aÀco a�al�tico «aÀa i`e�tificaÀ 
co� Àa«i`eâ µÕj «Ào«ie`a`es `e la «À?ctica 
ÀesÕlta� ÀeleÛa�tes «aÀa ÛeÀificaÀ sÕ i�«acto e� 
términos de calculabilidad.

La segunda, la función práctica, alude a 
µÕe los �o`elos co�stitÕÞe� Õ�a �eÀÀa�ie�ta 
�oÀ�atiÛa «aÀa �ÕstificaÀ a�Õstes i�stitÕcio�ales° 
Ellos permiten construir argumentos sobre 
«oÀ µÕj Õ�a `eteÀ�i�a`a i�sta�cia `e co�tÀol 
`eLeÀ�a tÀa�sitaÀ `e Õ� �o`elo `e �e`ia�a a 
Õ�o `e alta calcÕlaLili`a`] o «oÀ µÕj] `a`as 
las caÀacteÀ�sticas `e la i�vÀacci�� Þ la e�ti`a` 
de la sanción, resulta razonable mantener un 
modelo de control meramente formal. 

En este tipo de discursos, el primer paso 
co�siste e� clasificaÀ la «À?ctica eÝiste�te ­«oÀ 
ejemplo, “la autoridad administrativa y los 
tribunales de alzada aplican hoy un modelo 
Î»®Æ el se}Õ�`o] e� a`ÕciÀ Àaâo�es �oÀ�atiÛas 
µÕe aÛale� la co�Ûe�ie�cia `e �i}ÀaÀ �acia 
otro modelo o de conservar el vigente. De 
ese modo, se facilita el debate público, pues 
las objeciones se centran en la adecuación 
`el }Àa`o `e calcÕlaLili`a` a los fi�es «eÀse-
guidos (protección del prestigio institucional, 
salÛa}ÕaÀ`a `e la i}Õal`a`] eficie�cia e� la tÀa-
mitación). En efecto, con estos modelos ya es 



ReDAd Revista de Derecho Administrativo, Nº 42 [ julio-diciembre 2025 ] pp. 65-84

81víctor garcía-yzaguirre y danieL siLva hort É 
�eÀcicio `e la «otesta` `isci«li�aÀia al i�teÀioÀ `e la A`�i�istÀaci�� «ÖLlica\o

«osiLle `eteÀ�i�aÀ µÕj a�aliâ� la 
o�tÀolaÀ�a 
o el *o`eÀ �Õ`icial] µÕj Àies}os }e�eÀ� `ic�as 
decisiones a la calculabilidad del derecho dis-
ciplinario y es posible determinar el costo de 
o«oÀtÕ�i`a` ­es claÀo ÛeÀ µÕj a�?lisis `e�aÀo� 
de realizar y valorar las razones para hacerlo)

�a yeÝiLili`a` `el esµÕe�a «eÀ�ite] a`e-
más, graduar las exigencias según la gravedad 
`e la sa�ci��°  a`a i�«i`e soste�eÀ µÕe sa�-
ciones menores o no expulsivas (por ejemplo, 
una amonestación por escrito) merecen un 
co�tÀol µÕe se a}ote e� la ÛeÀificaci�� voÀ�al] 
�ie�tÀas µÕe sa�cio�es eÝ«ÕlsiÛas co�o] «oÀ 
ejemplo, la destitución, exigen un escrutinio 
sustantivo pleno, con control de precedentes 
Þ cÀiteÀios i�teÀ«ÀetatiÛos estaLiliâa`os° As�] los 
modelos facilitan la construcción de discursos 
soLÀe µÕj �aceÀ co� la «otesta` `isci«li�aÀia°

Para mostrar la utilidad práctica de este 
aparataje teórico, veamos el caso de la re-
ciente sentencia dictada por la Corte de Ape-
laciones de Santiago en la causa Schmauck 
con Senapred (2024)�Î. En el caso, don Franz 
Schmauck presentó un recurso de protec-
ción en contra de la aplicación de la medida 
disciplinaria de destitución. Uno de los argu-
�e�tos ce�tÀales `el ÀecÕÀÀe�te vÕe µÕe los 
�ec�os µÕe se le i�«ÕtaÀo� ­sÕ«Õesto �a�e�o 
en estado de ebriedad y uso no autorizado 
de licencias médicas) no fueron expuestos en 
conocimiento social por ningún medio, por lo 
µÕe �o se avect� el «Àesti}io `el -eÀÛicio° 
� 
este se�ti`o] i�`ic� µÕe] al �o �aLeÀ tÀasce�-
dido a la sociedad, es imposible considerar su 
conducta como una falta de observación de la 
conducta funcionaria o intachable y, por tanto, 
seÀ�a Õ�a co�`Õcta co� i�«lica�cia solo a la 
esfera de lo privado.

Como es posible observar, el recurrente 
ale}� `eÀec�a�e�te la calificaci�� µÕe Àealiâ� 
la Administración respecto de su conducta y la 
ÛaloÀaci�� µÕe Àealiâ� la aÕtoÀi`a` Àes«ecto `e 
la afectación del prestigio institucional. La Cor-
te de Apelaciones de Santiago rechazó el recur-
so de protección. La ratio decidendi del recha-
zo se encuentra en el considerando séptimo: 

� ­o® lo cieÀto es µÕe los caÀ}os µÕe le 
fueron formulados al recurrente en el respec-
tivo sumario administrativo -constitutivos de 
faltas graves al principio de probidad admi-
�istÀatiÛa�] µÕe cÕl�i�aÀo� co� la sa�ci�� `e 
destitución, fueron debidamente acreditados 
e� `ic�o «Àoce`i�ie�to] «oÀ lo µÕe a la lÕâ `e 
lo «ÀeÛisto e� el aÀt�cÕlo £Óx `e la �eÞ £n°nÎ{] 

�Î Schmauck con Senapred (2024).

es «osiLle cole}iÀ µÕe `ic�a `ecisi�� vÕe 
adoptada por la autoridad facultada al efec-
to, en un caso previsto en la ley, con apego a 
las formalidades legales y a través de un acto 
sÕficie�te�e�te �otiÛa`o] lo µÕe `escaÀta 
cÕalµÕieÀ ile}ali`a` o aÀLitÀaÀie`a` e� sÕ «Ào-
�Õ�cia�ie�to­o®94»

El razonamiento contenido en el conside-
Àa�`o tÀa�scÀito a`scÀiLe a aµÕello µÕe �e�os 
conceptualizado como Modelo 1 (control ente-
ramente formal). En efecto, la Corte se limitó a 
revisar aspectos formales, sin entrar a evaluar 
el contenido de la interpretación normativa 
Àealiâa`a «oÀ el �À}a�o µÕe i�«Õso la sa�ci�� 
�i la Àaâo�aLili`a` `e la calificaci�� `e los �e-
chos como infracción a un deber funcionario 
·
s este el �o`elo `e co�tÀol µÕe µÕeÀe�os¶ 

Conclusiones

La indeterminación normativa del derecho 
administrativo disciplinario y, en particular, la 
frecuente utilización de conceptos valorativos, 
`ificÕlta µÕe los vÕ�cio�aÀios «Õe`a� «ÀeÛeÀ 
si determinados comportamientos precisos y 
concretos son susceptibles de ser castigados. 

llo es «ÀoLle�?tico `a`o µÕe si los vÕ�cio-
narios no pueden calcular si una conducta in-
fringe o no un deber, la amenaza de la sanción 
disciplinaria no cumplirá su función de encau-
zamiento de las conductas. 

El rol de los organismos administrativos y 
judiciales de control del poder disciplinario de 
la Administración resulta fundamental en un 
contexto normativo de alta indeterminación. 
En este trabajo formulamos una propuesta de 
seis �o`elos µÕe «Àete�`e� eÝ«licaÀ c��o 
pueden operar los mecanismos de control 
del derecho administrativo disciplinario. Lo 
a�teÀioÀ] `isti�}Õie�`o e�tÀe ­a® �o`elos µÕe 
ofrecen un grado bajo de calculabilidad, (b) 
�o`elos µÕe ovÀece� Õ� }Àa`o �o`eÀa`o `e 
calcÕlaLili`a` Þ ­c® �o`elos µÕe ovÀece� Õ� 
grado alto de calculabilidad.

�os �o`elos «Ào«Õestos e� este aÀt�cÕlo 
cumplen dos funciones complementarias. Por 
un lado, permiten reconstruir cómo operan 
de hecho las instancias de control. Esta re-
co�stÀÕcci�� ÀesÕlta Ötil «aÀa i`e�tificaÀ si la 
práctica administrativa y judicial proporciona 
co�`icio�es i�stitÕcio�ales µÕe vaÛoÀece� la 
previsibilidad, y para comparar ambos con-
troles dentro de un mismo marco conceptual. 
Cuando las dos sedes convergen en un mo-
`elo `e La�a calcÕlaLili`a`] la «À?ctica Àeye�a 

94 Schmauck con Senapred (2024).
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un entorno de marcada imprevisibilidad: el 
co�tÀol se li�ita a ÛeÀificaÀ ÀeµÕisitos voÀ�ales] 
se a�«l�a el �aÀ}e� `e `iscÀecio�ali`a` i�teÀ-
pretativa y los funcionarios carecen de infor-
�aci�� fiaLle «aÀa a�tici«aÀ las co�secÕe�cias 
de sus decisiones. Si, por el contrario, ambas 
instancias se ordenan según un modelo de 
alta calculabilidad, los estándares interpre-
tativos se estabilizan y el sistema ofrece un 
e�toÀ�o e� el µÕe el a}e�te «Õe`e «la�ificaÀ 
su conducta con un grado razonable de segu-
ridad. La eventual divergencia entre el control 
administrativo y el judicial revela fricciones 
i�stitÕcio�ales µÕe Àe«eÀcÕte� `iÀecta�e�te 
sobre la coherencia del régimen disciplinario.

Por otro lado, los modelos constituyen un 
posible medio para fundamentar decisiones de 
diseño institucional. Permiten argumentar por 
µÕj Õ� `eteÀ�i�a`o co�tÀol `eLeÀ�a `es«laâaÀ-
se hacia grados mayores de calculabilidad o, 
e� cieÀtos ?�Litos] «oÀ µÕj «o`À�a �a�te�eÀse 
un escrutinio limitado a aspectos formales. 
Esto facilita ordenar la discusión en torno a ra-
âo�es eÝ«l�citas ­«Àotecci�� `el «Àesti}io i�sti-
tucional, igualdad en la aplicación del derecho, 
co�eÀe�cia «Àoce`i�e�tal® Þ «eÀ�ite i`e�tificaÀ 
µÕj as«ectos vÕeÀo� evectiÛa�e�te a�aliâa`os 
«oÀ la aÕtoÀi`a` `e co�tÀol] µÕj Àies}os }e-
neraron para la calculabilidad y cuáles fueron 
los costos de oportunidad asociados al análisis 
omitido. La estructura propuesta admite, ade-
más, graduar las exigencias según la entidad 
de la sanción: controles formales pueden resul-
tar adecuados para sanciones leves, mientras 
µÕe sa�cio�es eÝ«ÕlsiÛas eÝi}e� Õ� eÝa�e� 
sustantivo pleno, con control de criterios inter-
pretativos y precedentes.

Estos modelos son una invitación a re-
pensar cómo se controla el poder disciplina-
Àio `e la A`�i�istÀaci�� Þ c��o se `eLeÀ�a 
controlar. En este sentido, estos modelos no 
«Àete�`e� seÀ �?s µÕe Õ� i�sÕ�o te�Àico «aÀa 
µÕe los o«eÀa`oÀes ÀeÛise� sÕs «À?cticas Þ 
los creadores del derecho diseñen el modelo 
`isci«li�aÀio µÕe el `eÀec�o a`�i�istÀatiÛo c�i-
le�o ÀeµÕieÀe° 
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